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CAPÍTULO INTRODUCTORIO: TÉCNICA DE LA PERSONIFICACIÓN 
JURÍDICA 
 
Como asunto previo a centrar el tema del asunto avocado, resulta menester, 
precisar aspectos esenciales del mismo. En ese contexto, asiste a este acápite 
preliminar, valorar el contexto histórico de técnica de personificación jurídica, a cuyo 
propósito conviene advertir, que es la justificación a las conclusiones modernas 
sobre conceptos esenciales, como son: la persona, la personalidad, voluntad 
individual, voluntad colectiva; y cómo han evolucionado estos aspectos a nuestros 
tiempos. 
Sea lo primero recordar que los romanos no se aproximaron al concepto de persona 
como institución jurídica, ni en lo que respecta a la persona natural, como tampoco, 
la persona jurídica. Bajo esa línea argumentativa, tenemos que, para referirse a la 
capacidad jurídica del individuo, esta cultura jurídica reconocía la institución de la 
caput como generadora de capacidad jurídica del ciudadano romano de allí que la 
muerte jurídica del ciudadano romano se conocía como la capitis minutio.1 Empero, 
los cimientos de la jurisprudencia romana si ha resultado relevante para la doctrina 
jurídica posterior al Imperio Romano, e incluso, moderna. 
En ese contexto, existen dos corrientes que ha dado espacio al estudio de la noción 
de persona jurídica -que no es otra cosa diferente a la materialización de la técnica 
de la personificación jurídica-, a saber: la corriente medieval y la corriente moderna. 
La primera data de la época de los canonistas y glosadores, y la segunda propia de 
los teóricos de la personalidad civil iniciando con Savigny. Una y otra corriente 
encuentra sustento en la jurisprudencia romana de la época justinianea2. 
 
1BLANCH NOUGUÉS. José María. Régimen jurídico de las fundaciones en derecho romano. 





La noción de persona, primigeniamente, corresponde ser cualquier individuo de la 
especie humana3. Este concepto, básico, tendiente a satisfacer la acepción de una 
modalidad particular de persona como bien lo es la persona natural. Ciertamente, 
el Derecho tiene fundamento antropocéntrico en el entendido que ha sido creado 
para el ser humano y en bajo ese discernimiento, se ha sido diseñado con el 
propósito de comprender todas sus relaciones con su entorno, como las vicisitudes 
que de estas se derivan. Ahora bien, desde el punto de vista jurídico se individualiza 
al hombre como persona, como ente natural, corporal e individual, que al decir de 
FERRARA la expresión persona, jurídicamente quiere decir “Ente que tiene función 
jurídica, cualidades en el derecho, capacidad”4. Comoquiera que este concepto 
encuentra asidero jurídico, resulta evidente que ha sido planteado por el derecho 
para satisfacer sus fines. En diferentes ocasiones el derecho debe crear nociones 
a fin de consignarle los efectos esperados por este, es el caso del concepto de 
persona pues si se atiende la aproximación planteada no corresponde al ser 
humano desde la perspectiva de la naturaleza sino a un anuncio de los efectos 
jurídicos que se pretende deprecar al individuo.  
El examen anteriormente planteado con fundamento en la doctrina difiere del 
desarrollo conceptual que el ordenamiento jurídico-colombiano ha establecido para 
el sujeto, acudiendo a la naturaleza humana5 en consecuencia, desprendiéndole 
efectos. El primer y más importante efecto que se le atribuye a esa persona “de la 
especie humana, cualquiera que sea su edad, sexo, estirpe o condición”6 
 
3REAL ACADEMIA DE LA LENGUA ESPAÑOLA. (2019). Persona. Recuperado de: 
https://dle.rae.es/?id=SjUIL8Z. 
4 SOTOMONTE SOTOMONTE, S. (1968) Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas. 
(Trabajo de Grado). Universidad Externado de Colombia. Bogotá, Colombia. 
5 (Código Civil Colombiano, 2018) ARTICULO 74. Son personas todos los individuos de la 




corresponde ser, el reconocimiento de personalidad jurídica, entendida esta como 
“la persona es titular de derechos y tiene la capacidad de asumir obligaciones”7 
El segundo efecto, tenemos que, de la personalidad y por el hecho de esta, se tiene 
unos atributos, denominados o recogidos bajo el nomen iuris de atributos de la 
personalidad. Los cuales, no son otra cosa que aquel conjunto de características 
propias e indispensables para la individualización de las personas respecto del 
grupo de individuos que comparte esa condición humana, gracias a estos, los 
miembros del grupo son diferenciables e individualizables. Aspectos como tener 
nombre y apellidos, domicilio, patrimonio, nacionalidad y estado civil, son aspectos 
naturales de esa necesaria individualización de las personas. En términos 
generales, podríamos decir que estos atributos son propios de personas naturales 
y jurídicas, empero corresponde, hacer salvedades en su aplicación analógica. 
El Derecho no ha limitado el espectro de la persona al de la persona natural, en 
estricto derecho, como se ha venido desarrollando hasta esta oportunidad, por el 
contrario, lo ha ampliado a fin de darle vida también a entes fictos como bien se 
trata de la persona jurídica. En ese contexto, el Derecho Colombiano ha fijado este 
marco de discernimiento a una relación de género y especie. Siendo el género 
personas, y especie, persona natural y persona jurídica. 
Ahora bien, nos corresponde aproximarnos sucintamente al contexto propio de la 
personificación jurídica en el ordenamiento jurídico colombiano. En efecto, en la 
aproximación que antecede en lo que respecta a la persona natural, se deriva o 
estudia una voluntad individual propia del individuo de la especie humana. Esto 
resulta determinante, en cuanto la asociación o unificación de esta voluntad 
individual, configura una voluntad colectiva. 
Algunos autores han reconocido el origen de la personificación jurídica al derecho 
canónico, cuyo auge data del renacimiento y las grandes revoluciones económicas 
 
7 Corte Constitucional, Sala Novena de Revisión de Tutelas. (25 de abril de 2017) Sentencia 
T-240-2017. [MP JOSÉ ANTONIO CEPEDA AMARÍS] 
9 
 
que yacen de otrora época8, como formas de aportar parte del patrimonio a una 
causa, conformando un patrimonio social, que se integra por el aporte realizado por 
todos aquellos quienes pretenden la consecución del mismo fin. Empero, destinado 
ese patrimonio a esa causa, amparar de cualquier vicisitud que pueda acaecer, 
hasta llegar a la separación de patrimonios. 
Las necesidades del ser humano, en materia mercantil e incluso para su ocio, han 
demandado del derecho la estructuración de instrumentos para la consecución de 
sus objetivos. La técnica de la personificación jurídica ha sido uno de los 
instrumentos que, posiblemente, en mayor medida han logrado ese propósito de 
brindar alternativas para el ejercicio de actividades comerciales, habida cuenta, de 
la separación de patrimonios. En efecto, al crear una persona jurídica diferente de 
sus asociados, el derecho ha dotado a las personas de la posibilidad de organizar 
sus intereses mediante la constitución de personas diferentes, e incluso, la 
agrupación de esas diferentes personas en grupos empresariales, que constituyen 
una técnica de integración empresarial. 
La naturaleza de la persona jurídica tiene un amplio margen de desarrollo en la 
actualidad en la doctrina nacional e internacional, sus aspectos han sido 
decantados desde su creación hasta nuestros tiempos por su misma importancia 
para el comercio. Como resulta evidente el comercio trasnacional, las personas 
jurídicas han logrado un monopolio casi total del mercado internacional. 
Ciertamente los individuos prefieren adelantar sus diferentes actividades 
encaminadas a la consecución de sus fines a través de personas jurídicas. El éxito 
histórico de la Técnica de la Personificación Jurídica ha sido tan importante, que a 
nivel público se pretendió personificar el Estado y los entes que lo componen, como 
también, los entes de naturaleza internacional, partiendo de las tesis planteadas 
desde antaño por el derecho privado. Este ejercicio se ha logrado con éxito al 
 
8 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Civil. Sentencia del 25 de julio de 2018. 




extremo que las relaciones públicas, privadas, público-privadas e internacionales 
hoy por hoy son entre personas jurídicas. Esta diversificación de la Personificación 
Jurídica, primigeniamente planteada para que los particulares optaran a la 
posibilidad de ejercer el comercio y realizar labores de humanidad, a partir de una 
persona diferente a todos sus asociados, hoy tiene diferentes clasificaciones y 
subclasificaciones dentro de las diferentes disciplinas jurídicas.  
En ese contexto, el desarrollo de una naturaleza para le persona jurídica, es amplia. 
No obstante, en términos generales, podemos definir esta institución jurídica así: 
“La persona jurídica es la organización humana encaminada a la consecución de 
un fin, a la que el Derecho reconoce como miembro de la comunidad, otorgándole 
capacidad jurídica.”9. De la definición anterior podemos extraer los siguientes 
elementos: 
1. Es una organización Humana. Como lo hemos mencionado, el ser 
humano es el centro del Derecho, pues para él esta hecho el Derecho y 
entorno a su comportamiento este avanza y se actualiza, de ello que la 
organización de varios individuos pueda concluir en el origen de un nuevo 
individuo de naturaleza jurídica. 
2. Encaminada a la consecución de un fin. Cuando un grupo de personas 
se organiza, este pretende satisfacer un fin común que a los asociados 
interesa. 
3. El Derecho otorga a esa organización humana como miembro de la 
Sociedad. El individuo que surge de la voluntad colectiva de los demás 
individuos pueda participar como uno más en la sociedad o el entorno 
común. 
4. El Derecho reconoce a esa organización humana capacidad jurídica. 
Al final, todo se trata de la capacidad jurídica que se le reconozca a un 
 
9 ALBADALEJO. Manuel. Las personas jurídicas. (1960). Citado por SOTOMONTE SAÚL 
(1968. Pág 1.). 
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determinado ente. De esta manera, si el Derecho reconoce capacidad 
jurídica a los animales será en esa medida en la que podrá hacer parte de 
la comunidad como uno más. En algún tiempo anterior, los esclavos 
carecían de capacidad jurídica, igualmente la mujer, y en la misma línea, 
los animales. De ahí que lo verdaderamente importante sea el 
reconocimiento de capacidad jurídica a efectos de ser titular de derechos 
y poder contraer obligaciones. 
Asimismo, pese al amplio desarrollo que las diferentes ciencias y disciplinas 
jurídicas han deprecado a la personificación jurídica en busca de explicar este 
fenómeno. En materia jurídica, se ha explicado la existencia misma de las personas 
jurídicas a partir de una serie de tesis planteadas por diferentes teóricos. Por ello, 
nos propondremos estudiar las tesis más relevantes sobre el tema. 
1. Teorías de la Ficción. 
Las teorías de la ficción o Teorías Positivas de la Personalidad –en nuestro 
criterio- tienen como origen el Derecho Romano y por la consideración de 
otrora ordenamiento jurídico respecto de la persona primigeniamente 
considerada. Se caracterizan por reconocer a la persona jurídica como 
persona diferente de  con capacidad jurídica. 
 
1.1. Personificación 
El principal exponente de esta teoría es Savigny, para quien la persona 
jurídica es una entidad ficticia con capacidad jurídica. Primitivamente, como 
lo hemos mencionado, la persona era solo una, el ser humano como sujeto 
de derechos, es decir, como individuo con capacidad jurídica, a partir de la 
cual, puede ser titular de derechos y contraer obligaciones. En criterio de 
este autor, la capacidad jurídica es propia del individuo, empero, extiende 
esta capacidad jurídica a entes ficticios y su nomen iuris corresponde a 
‘persona jurídica’ en tanto y en cuanto su relevancia y existencia misma son 
para fines jurídicos. 
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Pese a la relevancia de Savigny como principal exponente de esta teoría, 
porque no solo no es el único, sino tampoco el primer exponente, de suerte, 
que no complementa de suficientes herramientas para las necesidades 
constante de orden empresarial. 
1.2. Representación o Equiparación. 
Sus exponentes Randa y Rohlau, cuestionan la posibilidad de que el derecho 
de vida a entes ficticios, en ese contexto, en contraposición a la teoría de 
Savigny. En su defecto, afirman que se trata de un patrimonio sin dueño, el 
derecho reconoce a ese patrimonio sin propietario como si este patrimonio 
lo tuviera, fingiendo que existe un dueño y de esta forma, el patrimonio sin 
dueño actuará como si se tratara de una persona. 
Para esta teoría, debe fingirse que el patrimonio carente de dueño actúa 
como si fuera una persona y en esa medida ejercerá los derechos, en este 
caso no se crea una persona ficticia, sino se finge que un conjunto de bienes 
son persona. Varios autores han restado valor a esta teoría.10 
2. Sistemas Negativos de la Personalidad 
A diferencia de las teorías de la ficción, pero guardando estrechos vínculos 
con las mismas, se han desarrollado este segundo grupo de teorías que a 
continuación se estudian. 
2.1. Derechos sin Sujeto. 
 
Esta teoría también reconocida como la teoría del Patrimonio de 
Afectación, en el entendido que se trata de la separación de un conjunto 
de bienes afectados a una causa o propósito que el sujeto o sujetos 
 
10 SOTOMONTE SOTOMONTE, S. (1968) Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas. 
(Trabajo de Grado). Universidad Externado de Colombia. Bogotá, Colombia. 
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promotores de la afectación han establecido previamente y que resulta 
de interés para ellos. 
 
Se parte de la premisa que la ficción creada por la Teoría de la Ficción 
no es necesaria para explicar la Técnica de la Personificación Jurídica y 
existe una tendencia natural del hombre a personalizar todo lo que lo 
rodea. En esa medida la respuesta ha llevado a entender que hay bienes 
que no pertenecen a individuos, y bajo esa línea, la idea que no 
necesariamente implica una voluntad reconocida al conjunto de bienes 
sin sujeto real, sino el poder de su titular que permite realizar el objeto de 
la voluntad11. 
 
Como conclusión a la misma, es claro, que en el fondo y de un modo u 
otro modo, siempre se requiere al sujeto, en este caso como titular a cuyo 
propósito se resalta el poder que hace las veces de voluntad, y es 
expresado por un titular determinado. Ciertamente el desarrollo jurídico 
ha ubicado al sujeto y sus relaciones, bien con las cosas o bien con los 
demás sujetos, como la causa del Derecho y bajo esa lógica tiene lugar 
la indispensable presencia del sujeto a través del poder para expresar o 
determinar la voluntad de estos derechos. 
 
2.2. Derecho: Función Social. 
 
Esta teoría, también negativa de la existencia de personalidad, tiene 
como exponente el jurista francés Leon Duguit, quien niega 
categóricamente la existencia de Derecho Subjetivo y crea una 
explicación diferente en lo que respecta a la persona jurídica. Y más allá 
 
11MESTRE, Aquiles. Las personas morales y su responsabilidad penal. Citado por 
SOTOMONTE SAÚL (1968. Pág 9.)  
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de una visión interior de la persona jurídica como herramienta, valora el 
fin en sí mismo perseguido por esta agrupación de personas, con el 
propósito tendiente a deprecarle efectos, siempre que éste, guarde 
armonía con la regla social. De suerte que, los actos que desarrollen los 
individuos a partir de la sociedad demandan una especial tutela del 
ordenamiento jurídico.12 
 
2.3. Teoría de los Destinatarios 
Esta Teoría, cuyo máximo exponente es Von Ihering, tendiente a negar 
la existencia de personalidad de las personas jurídicas bajo su premisa: 
“Solo los seres reales pueden ser sujetos de derechos”13. En el marco de 
esta Teoría, su principal autor, recalca la persona jurídica como un 
procedimiento técnico, el cual, sirve de intermediación entre la 
comunidad y el sujeto, detrás de lo considerado por la teoría de la ficción 
como ente ficticio. 
 
2.4. Teoría de la Propiedad Colectiva 
Esta Teoría busca explicar el fenómeno de la personificación jurídica 
como un conjunto de bienes poseído por varias personas. Siendo 
menospreciada por otros autores, bajo el argumento que esta Teoría no 
es suficientemente amplia con la capacidad para explicar una modalidad 
de personas jurídicas, como lo son: fundaciones y asociaciones, que 




12 SOTOMONTE SOTOMONTE, S. (1968) Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas. 
(Trabajo de Grado). Universidad Externado de Colombia. Bogotá D.C., Colombia. 
13 MARTINEZ MILTOS, Luis. La Responsabilidad de las P.J. Citado por SOTOMONTE SAÚL 
(1968. Pág 9.)  
14 Ibid. (Pág. 13) 
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3. Teorías de la Realidad. 
Estas doctrinas tienen lugar como objeción u oposición a las teorías positivas 
de la personalidad, como quiera que se pretende evaluar esta técnica de 
personificación jurídica desde la voluntad o el interés.  
 
3.1. Voluntad Real 
Tiene origen en el Derecho Público Alemán, suponiendo que el 
ordenamiento jurídico no puede partir de situación ficticias, por el contrario, 
debe considerar las realidades y desprender efectos a estas. Como quiera, 
que tiene origen en el Derecho Público, el planteamiento de los autores de 
esta teoría ha partido del supuesto del Estado como persona ficticia. 
En el marco del Derecho Privado, igualmente ha sido discutida y abarcada, 
encontrándole como fundamento la unidad corporativa15 que se materializa 
en la teoría del órgano, a partir de la cohesión de los asociados expresada 
en el órgano que los reúne. Así las cosas, bajo esta teoría, quien expresa la 
voluntad de la misma no son sus representantes o administradores, sino sus 
órganos quienes reúnen la voluntad de los asociados. 
A juicio de esta teoría, considera que sus administradores representan la 
voluntad colectiva, pero no nace de estos esa voluntad de la persona moral. 
De suerte que la voluntad emana de los asociados reunidos en el órgano 
que los reúne y sus administradores o representantes, limitan ese ejercicio 
de funciones a representar la voluntad. 
Su nombre tiene lugar siempre que busca exteriorizar la voluntad de los 
asociados a través del órgano que los convoca, y como quiera que, la 
persona jurídica ha sido concebida para la consecución de un fin o interés 
colectivo establecido por quienes se han asociado en busca del mismo, la 
 
15 MESTRE, Aquiles. Las personas morales y su responsabilidad penal. Citado por 
SOTOMONTE SAÚL (1968. Pág. 17) 
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verdadera voluntad es que estos asociados expresan. Asimismo, partiendo 
de la premisa que toda persona jurídica tiene un órgano que reúne a todos 
los asociados, es este órgano el llamado a expresar la voluntad de la persona 
jurídica. 
3.2. Voluntad Legal 
Esta teoría se derivada de la Teoría de la Voluntad Real, con el propósito de 
hacer una objeción en la concepción de esa teoría. Para la Teoría de la 
Voluntad Legal, el legislador desprende efectos, no a la voluntad expresada 
por los órganos que integran la persona jurídica, sino a sus representantes, 
quienes al final de cuentas, son las personas que obligan a la persona 
jurídica frente a terceros. En este orden de ideas, el legislador reconoce 
como voluntad colectiva, la voluntad plasmada o desplegada por sus 
representantes, quienes, gozan de la capacidad jurídica para obligar a la 
persona jurídica por disposición del legislador. 
 
De suerte que, ambas teorías se sustentan, más allá de la personificación jurídica 
fundada en la ficción, en la voluntad que de esta emana. La discusión entre una y 
otra teoría yace en el origen de la voluntad. Así, en la Teoría de la Voluntad Real, 
esa voluntad yace en los asociados que han sido convocados por el interés común 
y reunidos en un órgano, el cual, expresa esa voluntad, de allí que consideramos 
esta teoría como voluntarista; contrario sensu en la Teoría de la Voluntad Legal, 
cuestiona esa concepción a partir de un postulado legalista, bajo el cual, la persona 
jurídica expresa su voluntad a través de sus representantes quienes son, los que el 
ordenamiento jurídico, ha reconocido capacidad jurídica para obligar a la sociedad, 
de allí que se considere como una teoría legalista. 
Dentro de este grupo de teorías, denominadas realistas, encontramos otra serie de 
teorías que se van a fundamentar, ya no en la voluntad, sino ahora, en el interés. 
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Esta corriente busca explicar que no existen derecho de otros entes, sino intereses 
tutelados de personas depositados en ese ente, es una utilidad común que, en 
ocasión genera entes ficticios de manera necesaria para la consecución de sus 
fines, no obstante, corresponde a una realidad lógica observada desde el interés 
tutelado que pretende una utilidad común. 
4. Otras Teorías 
 
4.1. Teoría de la Organización. 
Tiene por objeto explicar la persona jurídica, no como un ente ficticio, sino 
como una organización de intereses de diferentes personas, aglutinadas 
en una sola organización, así, carece de una voluntad general, empero, 
se compone de una agrupación de voluntades que responden a los 
intereses de todos lo que componen esa organización. Ratifica aquella 
postura que busca indicar que son los titulares de intereses comunes los 
que, agrupados, expresan la voluntad de la persona. 
 
Su claro fundamento, tendiente a establecer que estos entes, 
compuestos por un número imprevisible de personas, demanda una 
organización particular para la consecución de sus fines. 
 
4.2. Teoría Normativa de Kelsen. 
Esta teoría tiene hacedero en el escrito Teoría Pura del Derecho cuyo 
autor, el mismo que desarrolla esta teoría. Bajo esta premisa, para Hans 
Kelsen, el concepto de persona o sujeto de derecho no es más que un 
recurso mental y unificador de aquella deducción del ordenamiento 
jurídico, que buscar regular la pluralidad de individuos, la comunidad 
jurídica en la sociedad. 
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Menester, resulta, tener presenta aquella expresión de Kelsen bajo la 
cual la persona jurídica es «centro unitario de imputación de derechos y 
deberes» 
4.3. Teoría de la Institución. 
Esta teoría con origen en Francia, que tiene por objeto explicar la técnica 
de la personificación jurídica a través de la existencia de una institución 
producto de la organización social de los asociados, con la particularidad 
que esa organización social es subyacente a la institución misma, pues 
esta encuentra hacedero en sobresalir a quienes la componen, para 
fortalecer la individualidad misma de la institución y no la de quienes la 
componen. De suerte que, la institución va más allá de sus integrantes y 
subsiste a sus individuos. 
 
Esta teoría pretende ajustarse a las nuevas tendencias, a cuyo propósito 
valga recordar, la persona jurídica se torna más relevante que sus 
propios integrantes, y los intereses de esta persona jurídica se 
superponen sobre los intereses individuales de los asociados. 
 
4.4. Teoría Dogmática. 
Su exponente es Francesco Ferrara, quien opta por desarrollar una teoría 
propia, a vuelta próxima de referirse a cada una de las teorías estudiadas. 
Para Ferrara la personalidad es producto del ordenamiento jurídico, de 
manera que, no hay encuentra mayor cuestionamiento en que se 
pretenda reconocer capacidad jurídica o personalidad jurídica a entes no 
humanos. Ciertamente, para este autor, el hombre es persona, sujeto de 
derecho, por disposición del ordenamiento y por una razón connatural a 
su esencia. En efecto, el hombre como individuo, no siempre ha gozado 
de personalidad jurídica, de antaño, los esclavos carecían de esa 
cualidad. Razón por la cual, no se equivoca Ferrara en considerar la 
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personalidad jurídica como un reconocimiento arbitrario del 
ordenamiento jurídico. 
 
En ese contexto, las personas jurídicas, no son otra cosa que pluralidad 
de individuos y la personificación jurídica es el esfuerzo del Derecho con 
miras a reconocer esa realidad y dotarla de la capacidad con el propósito 
de la consecución de sus objetivos. 
Derivado de las teorías anteriormente explicada, podemos extraer, que no es ajena 
a ninguna teoría, la voluntad colectiva, que corresponde ser: “una tendencia 
natural del individuo al ser sociable, el agruparse con sus semejantes, unir sus 
fuerzas y sus ideas con las de los demás, ya que en la vida común encuentra su 
integración y la realización de sus propios intereses”16. Esta voluntad colectiva yace 
en el desarrollo de la del instinto de solidaridad entre los individuos, así las cosas, 
la voluntad individual se agrupa y este proceso unificador de diferentes voluntades 
individuales, se torna en voluntad colectiva, precedida de un determinado interés 
ora benéfico, ora colaborativo, ora económico. Bajo esta línea argumentativa, y 
ahondando más en las clasificaciones y subclasificaciones de personas, 
identificamos dos subclasificaciones de personas jurídicas como pueden serlo, la 
persona jurídica con ánimo de lucro y la persona jurídica sin ánimo de lucro. Esta 
categorización tiene lugar en desarrollo de un criterio de interés económico de esa 
voluntad colectiva. 
En efecto, un grupo de personas puede concurrir a formar una persona jurídica 
separada de sí mismos, como respuesta a un determinado interés. Así las cosas, 
un grupo de personas puede agruparse con el propósito de perseguir un interés de 
lucro, en este caso, nos encontramos en un escenario netamente económico que 






personas puede concurrir a formar una persona jurídica separada de sí mismo, 
ahora no con un interés de lucro, sino persiguiendo el fortalecimiento de una causa 
benéfica pública o un interés común en favor de las personas agrupadas, en este 
caso, el interés ya no es el lucro de los asociados, sino una causa noble. El interés 
es el móvil que convoca a la pluralidad de personas y entorno a este, es que 
podemos determinar el tipo de persona que pretende formarse. 
En absoluta independencia, de aquella teoría que se pretenda acoger, lo cierto es 
que estas teorías han pretendido justificar la personificación jurídica, que en los 
tiempos modernos trasciende a las mismas, y que el derecho esta concebido como 
una herramienta al servicio de las necesidades de los individuos, bajo la premisa 
que dispone derecho para las empresas y no empresas para el derecho. 
En conclusión, la técnica de la personificación jurídica tiene como causa la creación 
de una persona ficticia diferente de sus constituyentes y administradores a efectos 
de obtener la ansiada separación de patrimonios en los términos y para los efectos 
del interés pretendido, esta nueva persona, goza de capacidad jurídica, es decir, 












CAPITULO I: LAS PERSONAS JURÍDICAS 
 
Una vez precisado lo expuesto entorno a la personificación jurídica con las 
precisiones indicadas y las teorías que entorno a esta antiquísima tendencia jurídica 
a personificar entes ficticios, junto a sus respectivas implicaciones y 
cuestionamiento; nos corresponde aproximarnos a la persona jurídica como tal, que 
no es otra cosa que la materialización de esta Técnica de la Personificación Jurídica 
, es decir, la persona jurídica es el producto de, a través de la técnica de la 
personificación jurídica reconocer capacidad jurídica a entes ficticios o persona 
moral, consecuencia de ello la persona jurídica será sujeto de obligaciones y titular 
de derechos. 
Ahora bien, pretender hacer una clasificación de las personas jurídicas, puede 
resultar una labor dispendiosa e inconducente, como quiera que, en los tiempos 
modernos podemos encontrar personas jurídicas según cuantas disciplinas 
jurídicas existen. No obstante, lo anterior, podemos establecer la siguiente 
clasificación genérica: 
1. Personas Jurídicas de Derecho Privado. 
1.1. Personas Jurídicas con Ánimo de Lucro. 
1.2. Personas Jurídicas sin Ánimo de Lucro. 
2. Personas Jurídicas de Derecho Público. 
2.1. Personas Jurídicas del Sector Central. 
2.2. Personas Jurídicas del Sector Descentralizado. 
2.3. Personas Jurídicas Comerciales del Estado. 
Como quiera que, el estudio que nos convoca es de las personas jurídicas de 
Derecho Privado, no ahondaremos en lo propio de las personas jurídicas de 
Derecho Público. 
La clasificación de las personas jurídicas de Derecho Privado responde a la 
dicotomía propia del Derecho Privado tendiente a establecer un régimen general 
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para todas las personas implantado en el Código Civil, y un régimen especial para 
comerciantes implantado en el Código de Comercio. 
1. Personas Jurídicas Con Ánimo de Lucro. 
En el marco del Derecho Privado, existen personas jurídicas con ánimo de lucro y 
por estas comprendemos todas aquellas cuyo objeto mismo de la persona persigue 
y percibe el redito de sus asociados, de esta manera, las personas jurídicas con 
ánimo de lucro son las sociedades comerciales. 
Dentro de esta modalidad de organizaciones, encontramos las sociedades de 
personas y las sociedades de capital. 
Las sociedades de personas corresponden a aquellas donde los socios son 
conocidos y constituyen el epicentro de estos modelos societarios, por regla 
general, quienes acuden a estos tipos societarios, pretenden acercar familiares, 
amigos, o sencillamente personas en atención a sus calidades individuales.  
En el sistema jurídico civil law o continental europeo, en el cual yace el sistema 
jurídico colombiano, al criterio de Galgano, este tipo de modelos societarios cuentan 
con tres características que pueden concurrir ora no concurrir, a saber: (1) La 
responsabilidad ilimitada y solidaria de cada socio por las obligaciones sociales; (2) 
El poder de administración directamente por los socios; y (3) La intransferibilidad 
de la calidad de socio sin el consenso de los otros socios17. De suerte que, se 
reconozca a los tipos societarios al amparo de esta clasificación, como sociedades 
intuito personae.  
Ahora bien, en el sistema common law o sistema anglosajón, las sociedades de 
personas parten de la premisa de regulación de las relaciones entre los socios, 
como quiera que en contexto de este sistema los socios actúan bajo el esquema 
 
17GALGANO. Francesco. Diritto Comemerciale: Le società, Diciottesima edizione. 2012, Pág. 
29 – 30. 
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del apoderamiento recíproco (mutual agency), por cuya virtud cada uno de ellos es 
mandante y mandatario respecto de los demás asociados 18.  
En el marco de esta subclasificación, encontramos las siguientes sociedades 
comerciales y resaltamos sus principales características: 
i. La Sociedad Colectiva, corresponde al principal tipo societario en el 
marco de las sociedades de personas. En este modelo societario 
concurren las tres características de una sociedad intuito personae. De 
esta manera en la sociedad colectiva los socios son responsables 
solidaria e ilimitadamente por las acreencias que asuma la sociedad en 
desarrollo de su objeto social, como consecuencia de este esquema de 
responsabilidad depreca que la administración de la sociedad la 
ejercen los socios directamente y para adquirir o ceder la calidad de 
socio debe aprobarlo la mayoría de los socios. 
En criterio de Galgano, la sociedad colectiva emerge en el sistema de 
las sociedades con una posición de tipo genérico de sociedad 
comercial verbi gratia cuando dos personas en común dividen las 
utilidades producto de una actividad comercial, serían encajadas en 
este tipo societario. Corolario de ello -resulta para este autor- que la 
sociedad colectiva puede clasificarse como regular e irregular. La 
primera, comprende aquella sociedad que ha sido debidamente inscrita 
en el registro, en contraposición a la segunda, que responde a aquella 
sociedad que no cuenta con inscripción en el registro. 
 
Son elementos relevantes de la Sociedad Colectiva: 
En el marco de la Responsabilidad de los socios -como lo 
establecimos anteriormente-, en la Sociedad Colectiva, los socios son 
 
18 REYES Villamizar. Derecho Societario en Estados Unidos y la Unión Europeo, Cuarta 
edición. 2013, Pág. 113 
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responsables solidaria e ilimitadamente por las obligaciones sociales 
adquiridas por la sociedad en desarrollo de la operación social. 
Elemento que, como esencial resulta del tipo societario, no puede 
excluirse por pacto entre las partes, pues un pacto en semejante 
sentido se entenderá no escrito por expresa disposición legal. Empero, 
ello no implica que no deba requerirse a la sociedad para el pago en 
primer plano, pues los socios como responsables solidarios cuentan 
con el beneficio de excusión, con la particularidad que el requerimiento 
previo a la sociedad puede ser judicial o extrajudicial; como quiera que, 
en nuestro criterio, el esquema de responsabilidad de este modelo 
societario constituye una garantía para sus acreedores. 
La Administración societaria, como connatural concluye de las 
sociedades de personas, en general, y en el caso de la sociedad 
colectiva, corresponde a los socios directamente. 
En lo que respecta al Capital Social de la Sociedad Colectiva se 
compone por los aportes de los socios, el cual está dividido en partes 
sociales que se diferencia de las cuotas sociales y las acciones, como 
quiera que las partes sociales no son representativas del aporte 
realizado. En ese contexto, cada socio tendrá una parte de interés sin 
atender el aporte realizado. 
En cuanto a la Razón Social, por regla general, las sociedades deben 
indicar en su razón social el tipo societario al cual corresponde su 
naturaleza jurídica, empero, esta misma situación no tiene lugar en la 
Sociedad Colectiva. 
En nuestro criterio, este fundamento corresponde a la necesidad de 
derivar a la publicidad y de esta forma impartir una oponibilidad del 




De esta manera, no depreca necesario indicar en la razón social de la 
Sociedad Colectiva el tipo societario al que corresponde. 
 
ii. La Sociedad de Responsabilidad Limitada, corresponde a un 
segundo tipo societario del orden de las sociedades de personas, a 
cuyo propósito valga precisar que, en este tipo societario, los socios 
responden de manera limitada hasta por el monto de sus respectivos 
aportes. 
La sociedad de responsabilidad limitada, se encuentra condicionada en 
materia de pluralidad de socios, bajo el entendido que no puede 
constituirse por menos de dos socios contrario sensu tampoco puede 
constituirse por más de veinticinco, puesto que, en uno y otro caso, se 
encontrará en causal de liquidación. 
La Responsabilidad de los socios –como se estableció al comienzo- 
en la sociedad de responsabilidad limitada, los socios son responsables 
hasta por el monto de sus aportes. Empero, en tratándose de 
obligaciones de naturaleza fiscal o laboral exclusivamente, los socios 
serán solidariamente responsables por estas obligaciones, en los 
términos de la solidaridad expuesta para sociedad colectiva, como 
quiera que, 
 el deudor en primera medida debe apelar al cobro directamente a la 
sociedad y posteriormente podrá requerir a los socios. 
La Administración de la sociedad pese a la limitación de la 
responsabilidad por las obligaciones contraídas en desarrollo del objeto 
social, no debe olvidarse que la sociedad de responsabilidad limitada 
corresponde a un modelo societario que descansa sobre el postulado 
intuito personae, habida cuenta que se trata de una sociedad de 
personas, limitada en pluralidad de socios por la misma ley. Bajo esa 
línea argumentativa, la administración de la sociedad de 
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responsabilidad limitada se encuentra en cabeza de los socios, es decir 
que es administrada por la junta de socios, al extremo que puede 
prescindirse de la existencia de la Junta Directiva. 
El Capital Social en este tipo societario, el capital social se divide en 
cuotas sociales; y se compone por los aportes de los asociados 
debidamente sufragados a la sociedad al momento mismo de la 
constitución, o en su defecto, al momento del aumento del capital. Por 
regla general, a la sociedad de responsabilidad limitada puede tener 
lugar cualquier tipo de aporte, con la especial precisión sobre la 
imposibilidad de realizar aportes de crédito o industria, como quiera que 
corresponden a aportes de que se entienden sufragados en favor de la 
sociedad al momento que se surte el pago de crédito o la labor de 
industria desarrollada. Corolario de lo cual, quebrantaría un elemento 
esencial de este tipo societario, habida cuenta que el aporte debe tener 
lugar en el momento de la constitución en su totalidad. 
La Razón Social de la Sociedad de Responsabilidad Limitada, en 
atención a su esquema de responsabilidad, demanda que esa situación 
sea conocida por la sociedad, supuesto bajo el cual emerge 
indispensable acompañar la razón social de la abreviatura ‘L.T.D.A.’ 
suerte de ello emana diáfano para los terceros y el tráfico jurídico que, 
se encuentra en el marco de una sociedad donde sus socios 
responderán hasta por el monto de sus aportes. Así lo dispone la ley, 
empero, en nuestro criterio, responde a un postulado básico del 
principio de buena fe en las relaciones contractuales, como quiera que, 
en el desarrollo de las relaciones negociales de la sociedad emerge 
indispensable precisarle a la contra parte negocial que el patrimonio de 
los socios no hará parte de su prenda general, asunto que involucra un 




Ahora bien, en dado caso que, la razón social o en el marco de las 
relaciones negociales no se indique que la persona jurídica con quien 
se adelanta la relación negocial es de responsabilidad limitada, 
siéndolo. La consecuencia jurídica es que los socios responderán, 
como en el caso de la sociedad colectiva, de manera solidaria e 
ilimitada, pues el ordenamiento jurídico no legitima el quebranto de la 
confianza de los terceros y establece tal obligación de información con 
fines de oponibilidad, a la propia sociedad. 
 
iii. La Sociedad en Comandita Simple, es quizá una de las formas 
modernas más útiles en el entorno de las sociedades de personas, 
cuyo origen se remonta al siglo XII en Pisa y Florencia -Italia-, que 
respondía a una necesidad, o mejor, un interés de los titulares de la 
riqueza en ocultar o sin ser conocidos, de tal forma que, cuenta con 
una característica particular respecto de los demás tipos societarios en 
lo que respecta a la calidad de sus socios. En efecto, la Sociedad en 
Comandita Simple cuenta con dos tipos de socios, a saber: (a) Socios 
Gestores o Colectivos; y (b) socios comanditarios. En la comprensión 
de tal distinción de socios, y a la luz de esta dicotomía societaria se 
interpreta o se depreca efectos para este modelo de sociedad. Como 
quiera que satisface necesidades de grandes inversionistas de capital, 
no fue difícil su expansión internacional por Europa y Estados Unidos. 
 
En el marco del derecho nacional, concluye necesario comprender que, 
en materia de pluralidad de socios, para la existencia de una sociedad 
en comandita simple, se requiere como mínimo un socio gestor y un 
socio comanditario.  
La Responsabilidad de los socios de la sociedad en comandita simple, 
se analiza en relación con la naturaleza jurídica de la dicotomía entre 
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socios. Así, si se trata de los socios gestores o colectivos estos se 
encuentran encuadrados bajo un esquema de responsabilidad a partir 
del cual, responden solidaria e ilimitadamente por las obligaciones que 
contraiga la sociedad en el desarrollo de su objeto social. Ahora bien, 
en tratándose de socios comanditarios, estos son responsables de las 
obligaciones sociales hasta el monto de sus respectivos aportes. Bajo 
este esquema de responsabilidad, podemos inferir que, la sociedad en 
comandita simple es una forma de coexistencia de dos esquemas de 
responsabilidad en un mismo tipo societario, en atención a la calidad 
del socio gestor y el socio comanditario. 
La Administración, como hemos evidenciado en el curso de las 
presentes líneas, la administración de la sociedad tiene origen o deriva 
del esquema de responsabilidad que los socios han asumido. En tal 
orden, la administración de la sociedad en comandita simple se 
encuentra en cabeza de los socios gestores o colectivos. De este 
esquema administrativo, emana la necesidad de establecer 
estatutariamente y con claridad los derechos y obligaciones de los 
comanditarios en lo que corresponde a sus derechos sobre la 
administración de la sociedad verbi gratia el derecho de inspección, 
entre otros. 
 
En criterio de Reyes Villamizar:  
Se trata, por tanto, de una sociedad de carácter mixto, en las 
que participan dos categorías de asociados sometidos a 
regímenes jurídicos diferentes: los primeros detentan la 
administración exclusiva de los negocios sociales y los 
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segundos están separados de ella, pero participan de las 
utilidades en proporción a sus respectivos aportes de capital.19 
 
Por otra parte, debe anotarse que, si bien los socios comanditarios no 
administran directamente la sociedad, si puede delegárseles funciones 
de administración por parte de los socio gestores o colectivos, con la 
respectiva claridad sobre la delegación, como quiera que esta debe ser 
clara y sobre un punto particular.  
 
Capital Social: El capital social se compone del aporte de los socios 
comanditarios, quienes en ningún caso podrán hacer aportes de 
industria o crédito, eventualmente, el o los socios gestores pueden 
hacer aportes a la sociedad, caso en el cual, serán tenidos como 
comanditarios en lo que respecta al aporte sufragado. 
 
Razón Social: En cuanto a razón social, corresponde mencionar la 
obligatoriedad de la sociedad de circular y/o adicionar a su razón social, 
las siglas S. en C.  
 
Como podemos concluir de este particular tipo societario, encontramos 
un sistema de coexistencia de regímenes, de esta manera, uno es el 
régimen de los socios gestores o colectivos, y otro, el régimen de los 
socios comanditarios. En nuestro criterio, este tipo societario 
corresponde a una fusión del esquema de la sociedad colectiva y la 
sociedad de responsabilidad limitada, como quiera que el régimen de 
los socios gestores resulta asimilable al régimen propio de los socios 
de la sociedad colectiva. Contrario sensu, el régimen de los socios 
 
19 REYES Villamizar. Francisco. Derecho Societario en Estados Unidos y la Unión Europea, 
cuarta edición actualizada. Editorial Legis. 2013. Pág. 139. 
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comanditarios resulta semejante al de la sociedad de responsabilidad 
limitada verbi gratia que la propia ley ha remitido expresamente a suplir 
los vacíos legales entorno a los socios gestores o colectivos, al sistema 
de la sociedad colectiva; como también, en el caso de los socios 
comanditarios, sus vacíos de orden legal los suple las disposiciones 
aplicables a la sociedad de responsabilidad limitada. Cabe precisar que 
esta mención responde exclusivamente a una similitud, en ningún caso 
responde a situaciones exactas, pues los comanditarios no ostentan la 
administración de la sociedad, como si ocurre en el caso de la sociedad 
de responsabilidad limitada, esto con el objeto de ejemplificar una 
diferencia. 
 
En criterio del Galgano, el socio comanditario se caracteriza por: (i) No 
participa de la administración de la sociedad; (ii) goza del beneficio de 
la responsabilidad limitada; y (iii) Son socios capitalistas diferenciable 
de la sociedad comandita por acciones, por la connotación que esta, es 
una sociedad de personas y derivada de la sociedad colectiva20. Tal 
criterio, propio de la interpretación del sistema societario italiano, 
resulte similar al colombiano, como se observó anteriormente. 
En el marco de las ventajas propias de este esquema societario, La 
Corte Suprema de Connecticut, ha establecido: 
 
Encontramos un claro propósito general en la legislación, 
orientado a incentivar el comercio, al permitirle a un capitalista 
invertir en una compañía cuyos socios gestores son idóneos 
para los negocios, sin adquirir la calidad de socio colectivo ni 
 




poner en peligro en el negocio ningún bien, salvo el capital 
inicialmente aportado.21 
Las sociedades de capital se contraponen a las sociedades de personas en la 
medida que se instituyen en consideración a una determinada inversión, sin 
comprender en manera alguna, sus socios. El epicentro de estas sociedades 
responde a los aportes económicos que realizan los suscriptores del contrato social. 
En criterio de Galgano, nos encontramos en una sociedad de capital cuando 
concurren las siguientes características: (1) Todos los socios gozan del beneficio 
de la responsabilidad limita –esto es que, son responsables hasta por el monto de 
sus aportes-; (2) El poder de administración se encuentra claramente diferenciado 
de la calidad de socio, de suerte que la sociedad no es administrada directamente 
por los socios; (3) La calidad de socio es libremente transferible, bien por cesión 
voluntaria o por sucesión por causa de muerte22. En nuestro criterio, la sociedad de 
capital corresponde a una clasificación societaria propicia para la acumulación 
capitalista con fines de inversión económica y mercados de escala en las 
sociedades modernas. 
Con ocasión de la incorporación de las sociedades de capital, donde el capital 
ahora se encuentra dividido en acciones, corresponde precisar sobre tal figura sus 
aspectos estructurales. 
La sociedad de capital incursionó en una institución jurídica vanguardista que se 
ajustara a los intereses y necesidades de los socios, como es el caso de las 
acciones. En el caso de este esquema societario, el capital se encuentra dividido 




21 Óp. Cit. Pág. 140. 




En nuestro criterio, las acciones son títulos representativos de participación 
corporativa del accionista. Se trata de un título representativo de participación como 
quiera que en ella consta el derecho del accionista empero no es un título 
constitutivo del derecho, contrario sensu ocurre con el título valor, el cual es un 
documento necesario para legitimar el derecho literal y autónomo que en ellos se 
incorpora23. Pese al sistema de circulación de las acciones, caso que puede 
concluir semejante, pero en manera alguna constituye similitud entre un título y otro, 
exclusivamente asemejamos las instituciones en términos de circulación. 
 
Ahora bien, las acciones, pueden clasificarse en diferentes modalidades en 
atención al interés perseguido por el adquiriente de las mismas, así, encontramos 
diferentes modalidades de acciones, a cuyo propósito corresponde advertir, que la 
clasificación de la misma descansa sobre los derechos que cada acción confiere a 
su titular, de suerte que, las acciones reconocen a su titular dos tipos de derechos, 
a saber: 
 
Derechos Políticos, en nuestro criterio, son aquellos políticos que reconocen u 
otorgan poder político al accionista al interior de la sociedad, y dentro de estos 
derechos, encontramos el (i) derecho a deliberar y votar en las asambleas, y (ii) el 
derecho de inspección de la sociedad. 
 
Derechos Económicos, los cuáles en nuestro criterio, corresponden a aquellos 
derechos que cuentan con una relación directa con las utilidades y dividendos de 
la sociedad. 
 
Con base en lo anterior, podemos conocemos las siguientes clases de acciones: 
Acciones Ordinarias cuentan con todos los derechos políticos y económicos, son 
las más comunes en el tráfico jurídico; Acciones de Goce o Industria son aquella 
 
23 Código de Comercio Colombiano. Artículo 619 
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clase de acciones que se le reconocen al accionista cuyo aporte a la sociedad 
corresponde a una obligación de hacer; Acciones Privilegiadas corresponden a 
aquellas que, además de los derechos propios que conceden o reconocen las 
acciones ordinarias, cuentas con prerrogativas de orden económico, por regla 
general, ya observaremos en cada tipo societario las particularidades al respecto; 
Acciones con Dividendo Preferencial sin Derecho a Voto corresponde al más 
moderno modelo accionario, tendiente a satisfacer intereses de aquellos 
accionistas cuyo exclusivo apego a la sociedad es la inversión, en este caso, se le 
pueden reconocer derechos privilegiados de orden económico, empero no cuenta 
con derechos políticos excepto en lo correspondiente al derecho de inspección. 
Entre reconocimientos de orden económico podemos destacar: dividendo mínimo 
preferencial, prelación de remanente, e incluso, que el dividendo sea acumulable. 
En el marco de esta sub-clasificación, en el sistema jurídico societario colombiano, 
encontramos los siguientes tipos societarios: 
i. Sociedad Anónima: Este tipo societario corresponde al esquema de 
sociedad de capital por excelencia, y quizá, es el esquema societario 
representativo de la acumulación capitalista y ajustado a las necesidades e 
intereses de los socios. De la premisa anterior, emerge que el principal 
elemento de existencia del tipo societario corresponde al capital o fondo de 
la sociedad, pues es al ser de la esencia misma del tipo societario depreca 
indispensable la existencia de un fondo o capital.  
 
Los primeros antecedentes de este tipo societario yacen del siglo XVIII del 
mercado del trasporte marítimo cuyo riesgo económico era alto y se tornaba 
excesivamente oneroso, en el marco de este contexto, los monarcas crearon 
un esquema societario de iniciativa suya, que consagró la limitación de la 
responsabilidad de los socios y la división del capital en títulos, que hoy 
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conocemos como acciones24, quizá es el antecedente más claro de lo que 
se transformaría en el esquema societario más avanzada y de mayor 
acumulación de recursos del mundo moderno. Con el paso del tiempo se fue 
evolucionando este esquema –inicialmente de financiación- para desplegar 
a un lado la iniciativa monárquica y dar espacio a iniciativa privada en el 
marco del capitalismo liberal25.  
 
Desde entonces no ha dejado de evolucionar el contexto jurídico y en línea 
a adecuar los intereses de los intervinientes del mercado de capital, creando 
todo un universo económico cuya posición en los mercados globales se 
sobrepone a indeterminado número de participantes verbi gratia el mercado 
de valores. 
 
En el contexto colombiano, la sociedad anónima, igualmente, ocupa un lugar 
de preponderancia incalculable como quiera que constituye el principal 
esquema asociativo de personificación jurídica donde concurren todo tipo de 
intereses de orden económico, con la precisión, no menos importante, que 
en el contexto nacional y por disposición de la ley, las grandes compañías 
en cuyo objeto reposan actividades de orden riesgoso o requieren una 
inspección, vigilancia especial; deben corresponder al tipo societario, de la 
sociedad anónima verbi gratia las sociedades que actúan en el marco del 
sector financiero como es el caso de los bancos y financieras. 
 
En lo ateniente a la administración de la sociedad anónima corresponde 
advertir que esta no es administrada por los socios, por regla general. La 
sociedad anónima se encuentra esquematizada bajo un parámetro de 
 
24 FERNÁNDEZ RUÍZ. J L y MARTIN REYES María de los A. Fundamentos del Derecho 
Mercantil. Tomo I: Concepto y fuentes, empresa y empresarios individuales y sociales. Cuarta 
Edición. Vlex España [En Línea] 
25 Ibíd.  
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administración cuyo alcance corresponde a la necesidad de ser administrada 
por personas de excelsas condiciones, de suerte que, la figura del 
administrador no se confunde ni se puede confundir con la de socio, pues tal 
calidad no otorga facultades de administración per se. La administración se 
encuentra en cabeza de la Junta Directiva, y naturalmente, por el 
Representante Legal. 
 
En lo pertinente de esta sociedad en materia de capital -que puede darse 
en cualquier tipo de aporte-, el mismo se encuentra dividido en acciones. El 
Capital se clasifica en tres formas, a saber: (i) Capital Autorizado -Cifra ideal 
para el desarrollo de la sociedad-, (ii) Capital Suscrito -El capital que los 
accionistas se han comprometido a aportar- y, (iii) Capital Pagado -El capital 
que efectivamente ha sido aportado a la sociedad-. 
 
Por otra parte, especial atención demanda el punto concreto sobre la 
oportunidad temporal para adquirir acciones de la sociedad, como quiere 
que, existen dos momentos para tal propósito. Un primer momento que 
corresponde a cuando se suscribe el contrato de sociedad, y un segundo 
momento, cuando el contrato ya ha sido suscrito y lo pretendido es emitir 
acciones o colocar acciones en el mercado, caso en el cual, y en 
consideración de las disposiciones estatutarias y el reglamento de emisión y 
colocación de acciones, quienes pretendan adquirir participación accionaria 
alguna en la sociedad, deberán adherirse al contrato de sociedad a través 
de la suscripción de acciones. 
 
En cuanto corresponde a pluralidad de accionistas la normatividad 
colombiana le establece un mínimo de cinco accionistas, y no tiene un límite 




La ley también ha dispuesto que en la razón social de la sociedad anónima 
se acompañe de las siglas “S.A.” o “Sociedad Anónima” para indicar al 
público que se trata de una sociedad comercial de este tipo so pena de 
responsabilidad solidaria e ilimitada de los administradores 
 
ii. Sociedad en Comandita por Acciones: En lo que respecta a este tipo 
societario, resulta plenamente aplicable lo mencionado en cuanto 
corresponde a sociedad en comandita simple, como quiera que, en esta se 
cuenta igualmente con dos tipos de socios, a saber, los socios gestores y los 
comanditarios. En cuanto a gestores, no hay distinción en su tratamiento. En 
lo que respecta a los comanditarios, en el caso de esta sociedad el capital 
aportado por los socios comanditarios se dividirá en acciones y no en cuotas 
sociales. Suerte de lo anterior, concluye que, los vacíos entorno a esta 
sociedad se llenarán, en el caso de los socios gestores con las normas 
pertinentes aplicables a la sociedad colectiva, y en el caso de los socios 
comanditarios, con las normas pertinentes aplicables a las sociedades 
anónimas. 
 
En lo correspondiente a la razón social debe anotarse que debe 
acompañarse de la sigla “S.C.A.” o “Sociedad en Comandita por Acciones”. 
 
iii. Sociedad por Acciones Simplificada: Este tipo societario es el mas 
moderno implementado en Colombia. Se instituyó en el ordenamiento 
jurídico colombiano, mediante ley 1258 de 2008. Corresponde a una 
sociedad por acciones cuya principal particularidad respecto de la sociedad 
anónima corresponde a un mayor grado de autonomía de la voluntad en el 
contrato social, como también una configuración más práctica para el 
desarrollo del objeto social. La sociedad por acciones simplificada es una 
herramienta idónea para el andamiaje de la pequeña y mediana empresa y 




La razón social debe ir acompañada de la sigla “S.A.S.” o “Sociedad por 
Acciones Simplificada” so pena de que los accionistas respondan solidaria e 
ilimitadamente por las acreencias. 
 
La responsabilidad de los accionistas es hasta por el monto de sus aportes 
con la excepción de aquellas obligaciones de índole laboral o fiscal, a cuyo 
propósito corresponde indicar que tal limitación de responsabilidad no resulta 
extensiva por disposición legal. 
 
La administración de la sociedad dependerá de lo dispuesto en el Contrato 
de Sociedad, como quiera que en este esquema societario no se dispone 
menester la implementación de la Junta Directiva. De esta manera, en este 
punto, resulta evidenciable la autonomía de los suscriptores del Contrato de 
Sociedad. Así las cosas, puede disponerse que la administración societaria 
recaiga sobre la Junta Directiva -en caso de constituirse- o sobre la 
Asamblea General de Accionistas directamente. 
 
En cuanto a la pluralidad de accionistas que deben concurrir para la 
constitución de la misma, encontramos que la ley no ha dispuesto, en 
manera alguna, un mínimo y un máximo, de ello emerge diáfano que, la 
sociedad por acciones simplificada puede componerse por un accionista o 
por indeterminado número. 
 
En cuanto corresponde al objeto social merecida precisión debe advertirse 
sobre el mismo, como quiera que, en este tipo societario no se demanda la 
precisión de tal objeto. En ese contexto, el objeto social puede ser 
indeterminado y basta la afirmación que la sociedad puede realizar cualquier 




Asimismo, en cuanto corresponde a la duración de la sociedad, esta puede 
ser indefinida, caso que no ocurre en las demás tipologías societarias. 
 
 
2. Personas Jurídicas Sin Ánimo de Lucro. 
 
Ahora bien, también existen personas jurídicas de orden civil y no 
comercial, en consideración a otrora personas jurídicas concebidas de 
antaño y acogidas en el Código Civil Colombiano como personas jurídicas 
sin ánimo de lucro, a cuyo propósito debe indicarse que carecen de 
propietarios, ergo, ánimo de lucro alguno en el desarrollo de su objeto 
social.  
 
De suerte que, el hecho de carecer de titulares de derecho de dominio y 
consecuentemente de dividendos, no implica que sean sujetos ajenos al 
comercio. En efecto estas personas jurídicas son comerciantes, circulan 
en el mundo del comercio e interactúan en el marco de las diferentes 
relaciones comerciales con otros comerciantes, con la particular precisión 
tendiente a establecer la ausencia de reparto de utilidades entre personas. 
 
Corolario de lo anterior, deviene necesario advertir que, por el hecho de 
hacer parte del comercio y ser comerciantes, si se encuentran sujetos al 
régimen de los comerciantes ergo deben cumplir con las obligaciones del 
comerciante que descansan en la ley. 
 
De esta manera, el Código Civil en cita, reconoce dos tipos de personas 
jurídicas sin ánimo de lucro, a saber: (i) Fundaciones y (ii) Corporaciones 




i. Fundaciones: Las Fundaciones son personas jurídicas de 
Derecho Privado, establecidas por el Código Civil y creada con el 
objeto de satisfacer un interés de orden benéfico que será útil a 
la comunidad. 
 
De esta manera, las fundaciones carecen de propietarios, cuentan 
con administradores quienes además de administrar desde la 
perspectiva directiva y ejecutiva en desarrollo del objeto social, 
también administran y salvaguardan el interés de los fundadores a 
cuyo propósito hace honor su gestión; y por otra parte, cuentan con 
beneficiarios, quienes son los destinatarios del objeto social, la 
causa misma del negocio jurídico, el fin último de la persona 
jurídica. 
 
El ordenamiento jurídico no ha dispuesto una estructura específica 
para, en general, las personas jurídicas sin ánimo de lucro, de ello 
depreca plausible que, la ley ha otorgado las más amplias 
facultades de autonomía de la voluntad para configurar la persona 
jurídica. En ese contexto, y en nuestro criterio, el acto de fundación 
concluye relevante y debe ser especialmente configurado, pues no 
ocurre lo mismo que en las personas jurídicas con ánimo de lucro 
donde el contrato de sociedad, por su natural condición de típico, 
el ordenamiento jurídico entra a subsanar sus lagunas o vacíos con 
los principios, valores, normas y disposiciones del Derecho 
Societario. 
 
En este caso, a los fundadores les asiste una especial carga en la 
estructuración estatutaria encaminada a la configuración 
institucional de la persona jurídica, pues el hecho que la ley no 
limite, pero tampoco disponga una estructura, podríamos 
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asemejarlo al caso de un contrato atípico donde nace una mayor 
responsabilidad en la estructura del negocio jurídico de creación. 
 
Empero, como establecimos desde el principio, una cosa es no 
tener ánimo de lucro y otra disímil corresponde a la calidad de 
comerciante que depreca su participación en el comercio natural 
bien de las personas jurídicas con ánimo de lucro ora las personas 
jurídicas sin ánimo de lucro. De suerte que, emerge indispensable 
la estructuración institucional de la persona jurídica. 
 
ii. Corporaciones: Las corporaciones o asociaciones también son 
personas jurídicas sin ánimo de lucro, se diferencian de las 
fundaciones en consideración al interés de sus creadores, como 
quiera que, en la fundación lo que se busca es potencializar un 
interés que genera beneficio a la sociedad y es de utilidad común; 
en esta lo que se busca es potencializar el interés de los asociados, 
es decir, de quienes hagan parte de la corporación o asociación 
exclusivamente. 
 
En similitud con las fundaciones, las asociaciones o corporaciones, 
carecen de titulares de derecho de dominio, como también de un 
desarrollo normativo que supla la ausencia de disposiciones 
estatutarias. 
 
De suerte que, emerge necesario una mayor diligencia por parte de 
sus constituyentes en la configuración estatutaria de la persona 
jurídica, debido a la ausencia de normas supletivas que contemplen 
las relaciones entre miembros, administradores y el comercio. 















CAPÍTULO III: GOBIERNO CORPORATIVO 
 
En el contexto de la persona jurídica, existen tres momentos de orden temporal que 
caracterizan el andamiaje del ente moral. Un primer momento, que corresponde a 
la constitución como tal de la persona jurídica; un segundo momento, 
correspondiente al inicio del desarrollo del objeto social; un tercer, y último 
momento, que atiende al fin de la existencia o liquidación de la persona jurídica. 
En este contexto, cada momento del ente moral supone un contexto diferente y el 
desarrollo de distintas instituciones del orden societario.  
Así las cosas, cuando se trata de la creación, esto es, dotar de existencia a la 
persona jurídica nos encontramos frente a un contrato mercantil de particulares 
características, el contrato de sociedad.  
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En el segundo momento ya se ha dotado de personalidad al ente moral y deviene 
el desarrollo del objeto social, y en este particular momento, es donde el ente moral 
interactúa en sociedad relacionándose con diferentes sujetos de derechos y por 
esto, este momento deviene la necesidad de un adecuado entendimiento con 
aquellos terceros, así como adquirir un comportamiento que el mercado identifique 
como positivo para la aceptación en dicho mercado, semejante objetivo se abarca 
a través de la gobernanza empresarial que se materializa a través del buen 
gobierno y el gobierno corporativo.  
El tercer y último momento, tiene lugar cuando -por cualquier motivo legal o 
contractual- se ha procedido a iniciar el proceso de liquidación de la persona jurídica 
con miras a culminar con su existencia, en cuyo propósito se avanza hacía la 
inscripción de la cuenta final de liquidación, y la misma, es producto de un 
procedimiento de liquidación. 
Una vez ha concurrido alguna de las causales de disolución de la persona jurídica 
ora contractual ora legal, sea cual fuere, o medie orden administrativa o judicial. 
Para este evento, la sociedad quedará disuelta y en liquidación, de manera que, 
conservará la personalidad jurídica exclusivamente para efectos de liquidación de 
la persona jurídica. 
La etapa de liquidación se caracteriza por ser un corte final de cuentas mediante el 
cual se determinan los activos y los pasivos, saneando así, todos los pasivos 
existentes con los acreedores y aquel remanente de activos se distribuirá en los 
términos de la participación accionaria con la que cuenten, en esa oportunidad, los 
titulares de la participación accionaria. 
Ahora bien, este último momento de la persona jurídica no lo retomaremos como 
quiera que, para efectos de nuestro estudio, no deviene indispensable. 
Bajo la premisa anteriormente planteada, tenemos estudiaremos cada una de estas 
instituciones. 
1. Contrato de Sociedad. 
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El contrato de sociedad tiene lugar en desarrollo de la Teoría Contractualista de la 
sociedad comercial, según la cual la sociedad comercial o persona jurídica de 
derecho privado es consecuencia misma del contrato. De esta manera, resultan 
plenamente aplicables las disposiciones generales aplicables al contrato conforme 
a la teoría general del contrato, esta teoría tiene origen en Italia y surge con ocasión 
del contrato de sociedad y la explicación en el marco de este de la excepción de 
contrato no cumplido26.  
En efecto, existen dos vertientes que explican el origen del ente moral, donde se 
advierte la Teoría Contractualista mencionada, empero también podemos encontrar 
otra vertiente que niega la naturaleza contractual de la sociedad contrario sensu 
asociándola a un acto complejo27. 
En el ordenamiento jurídico colombiano, el contrato de sociedad es un contrato de 
naturaleza comercial consagrado en el Código de Comercio como aquel contrato 
por medio del cual dos o más personas se obligan a hacer un aporte en dinero o en 
otros bienes apreciables en dinero, con el fin de repartirse entre sí las utilidades 
obtenidas en la empresa o actividad social28. 
 
1.1. Teoría Contractualista 
Se trata entonces de un negocio jurídico plurilateral que yace en la doctrina italiana 
con ocasión de la excepción de contrato no cumplido y su aplicación en este 
particular tipo contractual, en autorizada doctrina se ha advertido la incoherencia 
de tal excepción como quiera que no se trata de contratos de cambio29. En ese 
contexto, el negocio jurídico plurilateral descansa bajo la premisa que sus 
 
26CÓRDOBA ACOSTA. Pablo Andrés. El derecho de sociedades y el gobierno de la sociedad 
anónima: el interés social, órganos, accionistas y administradores. 2014. Pág. 50. 
27 Ibíd. 
28 Código de Comercio Colombiano. Artículo 98. 
29 Op. Cite. Pag 50. 
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suscriptores pueden perseguir el reparto de utilidades o simplemente un objetivo 
cooperativo. 
1.2. Teoría del Acto Complejo.  
Se opone a la teoría contractualista, la teoría del acto complejo según la cual, la 
sociedad es producto de un conjunto de actos y solemnidades que concluye en la 
sociedad como tal, es decir, esa persona jurídica diferente de sus creadores.  
La teoría del acto complejo se opone a la teoría contractual bajo el entendimiento 
que por medio de los contratos se disciplinan intereses contrapuestos, situación 
que no es aplicable a la sociedad como quiera que esta busca una finalidad común, 
en criterio de esta teoría se desnaturaliza la naturaleza del contrato. Al advertir la 
inexistencia de un contrato, por descarte, tipifica el contrato de sociedad como un 
acto complejo. 
Para la doctrina jurídica, en cuanto corresponde al contrato de sociedad, se avistan 
los siguientes elementos esenciales del mismo: 
La pluralidad de partes, como quiera que, el contrato de sociedad se caracteriza 
por ser de orden plurilateral como se esgrime del propio estatuto mercantil, a juicio 
del cual, el contrato se celebra entre dos o más personas. La naturaleza plurilateral 
del contrato implica que, a pesar de la pluralidad de partes que constituyen el 
contrato ergo se consolidan como titulares de derechos y obligaciones en el marco 
del contrato, ello no implica per se la existencia de reciprocidad entre los 
suscriptores del contrato de sociedad. En efecto, la causa misma del contrato 
corresponde a percibir las utilidades que se causen con ocasión de la actividad 
social30.  
La plurilateralidad del contrato de sociedad –en concreto- descansa sobre el 
supuesto a partir del cual todos esfuerzos se encaminan a la consecución de un 
beneficio de orden común, es decir, que beneficia a todos los contratantes, habida 
 
30 Óp. Cit. Pág. 52. 
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consideración de la obtención de utilidades. De suerte que, en atención a su 
finalidad económica, el incumplimiento impetrado por una de las partes del contrato, 
mantiene incólume el mismo respecto de las demás partes, pues tal anomalía no 
debe producir, por regla general, la frustración de la finalidad perseguida por los 
contratantes31. Bajo la misma línea argumentativa, ocurre en el caso de la nulidad 
del contrato, en tanto que fulmine la relación respecto de determinado suscriptor 
del contrato, no concluye extensiva a los demás, aun cuando la interpretación del 
presente contrato, así como su existencia y validez, emana del beneficio común 
compartido por los suscriptores, al decir de la Corte Suprema de Justicia la nulidad 
que afecte el vínculo respecto de uno solo de ellos no acarreará la nulidad de todo 
el negocio32.  
Los aportes de los contratantes constituyen otro elemento esencial y casi que 
primigenio de las sociedades bajo el entendido que es un contrato a partir del cual 
un número plural de personas se obliga a hacer un aporte con el propósito de 
concluir un beneficio que resulta común a las partes; los aportes realizados por los 
contratantes constituirán el patrimonio de la persona jurídica a la que se le da vida 
por medio del pluricitado contrato. De esta manera, existen diferentes modalidades 
de aporte. 
En el anterior contexto, el aporte realizado en mérito de un contrato de sociedad 
puede ser en dinero o en especie.  
En tratándose de aportes en dinero, corresponde advertir que el mismo, constituye 
una obligación dineraria a cargo del aportante y a favor de la sociedad, es decir, el 
acreedor del aportante es la sociedad. 
 
31 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Civil. Sentencia del 26 de agosto de 




En cuanto corresponde al caso de los aportes en especie, este puede equivaler a 
cosas corporales –como es el caso de las cosas muebles e inmuebles- e 
incorporales –como es el caso de los derechos de crédito-. 
Cuando el aporte se realiza en cosas corporales inmuebles emana indispensable 
que tal aporte tenga lugar a través de escritura pública, sin que resulte admisible 
para la sociedad reconocer un valor económico diferente al establecido en la 
escritura pública. 
En el caso de las cosas corporales muebles concluye necesario hacer una 
valoración económica de las mismas, e incluso, debe tener lugar una junta 
preliminar para la valoración –consistente en una traducción en dinero- económica 
de la cosa aportada. En todo caso, el aportante de bienes es responsable 
solidariamente ante la sociedad por el aporte realizado.  
Ahora bien, en cuanto corresponde a las cosas incorporales entregadas como 
aportes, esto corresponde a derechos de crédito del aportante, en los cual sea 
preciso indicar, se encuentra como titular el aportante y no la sociedad, el aportante 
igualmente es solidariamente responsable del derecho crediticio aportado. En este 
evento, cobra menester importancia precisar que el aporte se entiende realizado en 
el mismo momento donde el crédito aportado sea satisfecho por el deudor del 
mismo, en atención a que tal momento  
Los aportes de industria o trabajo corresponden a prestaciones de hacer que el 
aportante se compromete a realizar en favor de la sociedad. Para este caso 
particular, también se entiende realizado el aporte en el momento mismo que la 
obligación de hacer pactada ha tenido lugar. Empero tal aporte no constituye o 
contribuye al capital social de manera que, el aportante de industria carece de 
derecho a voto. 
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El tercer elemento esencial del contrato de sociedad son las utilidades sociales33, 
las cuales no son otra cosa que el propósito mismo del contrato de sociedad, el 
beneficio perseguido por los contratantes consistente en la distribución de las 
utilidades sociales. Este elemento, se torna indispensable como quiera que es la 
principal diferencia entre las personas jurídicas con ánimo de lucro y las personas 
jurídicas sin ánimo de lucro, de esta manera en cierta medida el hecho de 
encontrarnos frente a una persona jurídica con ánimo de lucro que no distribuya 
utilidades sociales acarrearía una desnaturalización del contrato de sociedad 
tornándolo inexistente por cuanto la distribución de utilidades se ha desarrollado y 
comprendido como un elemento connatural al contrato al extremo de ser la causa 
del mismo. 
En principio la situación se decanta en los términos anteriores, empero, 
modernamente, las sociedades, por diferentes razones, han venido optando por no 
distribución de utilidades entre socios bien porque las distribuyen a otro título ora 
por planeación financiera o fiscal. 
El animus societatis o affectio societatis comprendido como la intención de 
asociarse, o al decir de la Corte Suprema de Justicia, intención de colaborar en un 
proyecto o empresa común34. Tal aspecto resulta emerge cuestionable igualmente 
en los tiempos modernos en las sociedades de capital donde más allá de un ánimo 
o voluntad de asociarse, la intención va encaminada a percibir utilidades lejos de la 
herramienta asociativa para la consecución del fin. Asimismo, es un elemento 
cuestionable en sociedades cuyas acciones hacen parte del mercado de valores. 
Empero, como quiera que se trata de un ánimo, es decir, un querer interior de la 
persona el asunto concluye en un tema de orden probatorio que se acredita a través 
 
33 Las utilidades sociales corresponden al balance positivo que resulte de restar los egresos 
sociales de los ingresos sociales, comprendido para un ejercicio social –periodo determinado-
. 
34 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 22 de junio de 2016. Exp. 
8225. M.P: Luis Armando Tolosa Villabona.  
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de los medios tradicionales de prueba, y cobra especial vigencia la prueba indiciaria 
bajo el entendido que el querer de un individuo es difícil de establecer. En el caso 
problemático descrito previamente, se presume el animus al momento de celebrar 
el contrato por medio del cual se adhiere a la sociedad, en su defecto, cuando ha 
surtido el complejo trámite de adquisición de las mismas. 
Ahora bien, también resulta preciso advertir que, además de estos elementos 
existenciales de la sociedad; en el contrato de sociedad debe acatarse los 
elementos estructurales del tipo societario cuya constitución se pretende, de suerte 
que se encuentren satisfechas las disposiciones legales. 
Habría que decir también, que hasta el presente extremo hemos abarcado los 
elementos de existencia del contrato de sociedad, sin embargo, existen requisitos 
de validez del contrato sub examine disciplinados por el propio Estatuto Mercantil. 
De manera que, el contrato de sociedad deberá indicar: 
• El nombre y domicilio de las personas que intervienen como 
otorgantes. 
 
En lo que respecta a nombre, en el caso de las personas naturales, 
y de conformidad con lo disciplinado por el Código Civil en el marco de 
los atributos de la personalidad, deberá determinarse su documento de 
identidad y nacionalidad, de manera que, la identificación deberá 
aportarse de conformidad con la nacionalidad de la persona natural, en 
ese orden de ideas si se trata de un ciudadano colombiano o extranjero 
residente en Colombia naturalmente deberá identificarse con el 
documento nacional de identidad, al caso, la cédula de ciudadanía o la 
cédula de extranjería respectivamente, cuando se trata de un 
extranjero residente en el extranjero deberá identificarse con su 
documento de identificación internacional, esto es, el pasaporte 
expedido por un Estado debidamente reconocido por el estado 
colombiano. En el caso de las personas jurídicas deberán aportar con 
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miras a identificarse, la ley, documento o escritura donde conste la 
creación de la persona jurídica. 
 
En lo que respecta al domicilio, connatural resulta que se indique el 
lugar de domicilio de la persona interviniente en el contrato, conforme 
a las normas de domicilio como atributo que establece el Código Civil. 
 
• El tipo societario que se constituye, así como el nombre de la sociedad 
que se pretende constituir, de conformidad con las normas del Código 
de Comercio. En tal contexto, además de indicar el tipo societario que 
se pretende vitalizar, debe advertirse el nombre de la sociedad el cual 
deberá estar seguido por las siglas del tipo societario o la denominación 
del tipo societario. 
 
• El domicilio que tendrá la sociedad de que da cuenta el contrato de 
sociedad, esto quiere decir, que en el contrato de sociedad deberá 
indicarse cuál será el domicilio de la sociedad naciente, el cual puede 
ser concurrente con el de los intervinientes en el documento de 
creación, así como puede ser disímil a este. En la misma línea deberá 
procederse con las sucursales que la persona establezca en el contrato 
de sociedad. 
 
• El objeto social, es decir, la actividad económica organizada que 
desarrollará la sociedad cuya existencia pretende el contrato de 
sociedad. Particularmente el Estatuto mercantil ha disciplinado que tal 
actividad debe será ineficaz la estipulación en virtud de la cual el objeto 
social se extienda a actividades enunciadas en forma indeterminada o 
que no tengan ninguna relación con aquel. Muy a pesar del espíritu del 
Código de Comercio de buscar un grado particular de precisión entorno 
al objeto social, la Ley 1258 de 2008 distó en este particular en lo que 
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atañe al tipo societario bajo la modalidad de sociedades por acciones 
simplificada (S.A.S.), la norma ejusdem habilita la posibilidad de 
establecer como objeto social cualquier actividad lícita. 
 
• El capital social, así como la parte que se suscribe y se paga por cada 
interviniente en el contrato de sociedad. En el caso de las sociedades 
por acciones, además, deberá indicarse el capital suscrito y el capital 
pagado, la clase y el valor nominal de acciones que representan, la 
forma y términos en que deberán cancelarse las cuotas debidas amén 
de las normas propias del tipo societario por acciones. 
 
• La forma de administración de los negocios, esto implica determinar 
quiénes o por conducto de quiénes se administrará la sociedad, así 
como las atribuciones y facultades de los administradores y los 
asociados, indicando las reservas que estos hagan de funciones. 
 
• La forma cómo se hará la convocatoria de los órganos societarios, 
como es el caso de la junta o asamblea de accionistas en relación con 
las sesiones ordinarias y extraordinarias, lo propio debe tener lugar con 
ocasión de la manera de deliberar y adoptar decisiones. 
 
• Las oportunidades en las que tendrá lugar los inventarios y balances 
generales de la sociedad, así como la forma en que deberán repartirse 
los beneficios sociales. 
 
• La duración precisa de la sociedad, y a su vez, las causales de 
terminación anticipada. En efecto, la normativa aplicable exige de los 
contratantes precisar en tiempo que durará el contrato de sociedad en 
grado de precisión, empero, en el caso particular de la sociedad por 
acciones simplificada, las partes pueden indicar que tal duración es 
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indefinida. Tal estipulación, exclusivamente aplicable al tipo societario 
en cita, comprende una indefinición de la duración, que es diferente a 
lo que se vislumbra en otros países donde se indica Largo Plazo como 
es el caso de China, que corresponde a una indeterminación más 
diciente pues implica no ser corto plazo.  
 
En el particular caso de la indeterminación propio de la sociedad por 
acciones simplificada tiene una especial precisión bajo el entendido 
que el contrato de sociedad, terminará por las claras causales que el 
mismo establezca y no por un plazo determinado por los contratantes, 
el cual puede consistir en días, meses, años, e incluso, décadas, pues 
ha sido su producto de su voluntad no determinar un plazo y al no 
determinarlo el contrato no quedará sujeto a un plazo sino a una 
condición que debe establecerse plenamente en las causales de 
terminación del contrato. Se trata de un tema de certeza temporal del 
que carece este tipo societario. 
 
• La forma de hacer la liquidación de la sociedad, la distribución de 
bienes de genero o especie, así como las condiciones que tendrán 
lugar en caso de liquidación. 
 
• La forma de solución de controversias, esto consiste en indicar si las 
controversias que tengan lugar con ocasión del contrato social serán 
de conocimiento de árbitros o amigables componedores. 
 
• Las personas que ejercerán la representación de la sociedad, así 
como sus facultades y alcance para ejercer la representación. El 
Código de Comercio disciplina que, a falta de tal precisión en el contrato 
de sociedad, deberá aportarse un poder que debe inscribirse en el 
registro mercantil, en caso de pretermitir el acto de apoderamiento, 
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quienes ostenten la representación legal podrán celebrar todos los 
negocios sociales. 
 
• Las facultades y obligaciones del Revisor Fiscal, en dado caso que la 
ley establezca como obligatorio la inclusión del revisor fiscal. 
 
• Así como todas aquellas disposiciones que los suscribientes del 
contrato adviertan como necesarias para la satisfacción de sus 
intereses, y siempre que estas no sean contrarias al tipo societario 
establecido en el contrato de sociedad. 
Contrato de Promesa de Sociedad 
El contrato de promesa de sociedad se encuentra establecido en el Código de 
Comercio y no comprende, en estricto sensu, un contrato de sociedad como quiera 
que no cuenta con la potencialidad legal de personificar el ente moral. 
En efecto, el contrato de promesa de sociedad consiste en prometer la celebración 
de un contrato de sociedad una vez tenga lugar un plazo o condición determinados 
en el mismo. De esta manera, el contrato de promesa consiste en una obligación 
de hacer que descansa bajo el argumento de la celebración del contrato de 
sociedad una vez acaezca la condición o el plazo estipulado. 
En cuanto respecta a su forma y contenido, concluye menester resaltar que el 
contrato de promesa de sociedad, como cualquier contrato de promesa, debe 
constar por escrito, así como todas las cláusulas del contrato prometido de manera 
que una vez llegado el plazo o cumplida la condición solo falten las solemnidades 
para su perfeccionamiento. Igualmente, el estatuto mercantil disciplina que la 
eficacia de la condición se encuentra sujeta a que, en el lapso de dos años, desde 
que tuvo lugar la misma, se cumpla so pena de tenerse por fallida la misma. 
El contrato de promesa de sociedad es frecuente en el ámbito de la contratación 
del Estado, como quiera que, la adjudicación de contratos estatales es un claro 
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ejemplo de condición en los contratos de promesa de sociedad, en ocasión por 
requisitos de los pliegos de condiciones, en otras oportunidades por voluntad de las 
partes. 
2. Gobernanza Empresarial. 
Una vez, ha tenido lugar la constitución de la persona jurídica en debida forma y 
observancia plena de los requisitos de validez, como también, el contrato de 
sociedad ha logrado su primer efecto habida consideración de la creación de una 
persona jurídica diferente de sus constituyentes, acaece un nuevo momento en la 
vida de la persona jurídica correspondiente al inicio de la actividad social o etapa 
de operación, con todas las vicisitudes propias y accesorias de esa operación. 
Ahora bien, cuando la persona jurídica comienza a desarrollar su actividad social, 
esto es que ha superado cabalmente la etapa de constitución emerge necesario 
despertar certeza del ejercicio social, y es precisamente en este punto donde yace 
la necesidad de implementar políticas que propendan por el buen gobierno de la 
persona jurídica. Este tipo de prácticas se han denominado prácticas empresariales 
de buen gobierno o gobierno corporativo, y para el efecto se le ha dado un alcance 
a este esquema de prácticas. 
Como fue objeto de análisis del numeral anterior, en un negocio jurídico del tipo del 
contrato de sociedad, tanto en su constitución ora en sus efectos, se generan 
relaciones entre los diferentes agentes involucrados en el tráfico societario. En 
efecto, la persona jurídica -en atención al tipo societario que se haya establecido- 
contará con socios o accionistas y administradores; es precisamente en ese punto 
donde tiene origen disponer un esquema que gobierne las relaciones entre estos 
agentes. 
El Gobierno Corporativo nace en 1932 cuyos autores son Adolf Berle y Gardiner 
Means, con ocasión de la situación de control ejercida por determinados grupos de 
orden familiar vigentes en otrora época, sobre las sociedades trasnacionales. De 
esta manera, el principal control recaía sobre un grupo de personas y los demás 
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miembros del ente moral, en la práctica, carecían de cualquier margen de decisión 
o participación. Así las cosas, los intereses de los principales controladores se 
superponían sobre los demás, relegando el interés del conjunto de accionistas a un 
plano alterno. En ese contexto emergieron recomendaciones encaminadas a 
mejorar el buen gobierno de las sociedades tendientes a alinear los intereses de 
los administradores con los accionistas35. 
En perjuicio de los anterior, solo hasta el año 2002 el mundo comprendió la 
trascendencia de la gobernanza empresarial con ocasión de acontecimientos 
empresariales con repercusiones económicas trascendentes a finales del siglo XX 
en las sociedades familiares y sociedades bursátiles. Especialmente la crisis de los 
mercados bursátiles despertó alarmas del sector público tendientes a fortalecer el 
gobierno corporativo de las sociedades  
En consideración de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico –OCDE-, el Gobierno Corporativo tiene que ver con los medios internos 
por los cuales las corporaciones son operadas y controladas36. 
Al decir de Mario Calderini, el Gobierno Corporativo es El conjunto de mecanismos 
de control interno y externo, que reduce los conflictos de intereses entre los 
administradores y accionistas; originados de la separación entre la propiedad y el 
control37. 
Ahora bien, en criterio de Sergio Rodríguez Azuero, el Gobierno Corporativo es el 
conjunto de medios con los cuales son operadas y controladas las empresas38. 
 
35MATOS PRADO. Gustavo Alberto. El Gobierno Corporativo. Vlex. 2011 [En Linea]: 
https://basesbiblioteca.uexternado.edu.co:3772/#WW 
36 Ibíd. 
37 CALDERINI. Mario. 2003. Citado por:  MATOS PRADO. Gustavo Alberto. El Gobierno 
Corporativo. Vlex. 2011 [En Linea]: https://basesbiblioteca.uexternado.edu.co:3772/#WW 
38 Óp. Cit.  
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Gustavo Matos considera que por Gobierno Corporativo se esgrime los 
mecanismos que delimitan cómo las empresas operan e interactúan con los 
accionistas y los demás interesados en el negocio, siendo su objetivo, transparentar 
la relación entre los distintos niveles de gerencia y sus accionistas. También 
constituye una forma de defender el patrimonio de los inversionistas, garantizando 
la correcta operación y uso de los recursos39. 
En consideración de Miguel Crespo Rodríguez y Antonio Zafra Jiménez, 
corresponde entender el Gobierno Corporativo como un sistema de resolución de 
conflictos entre los diferentes partícipes en el marco de la empresa, accionistas y 
directivos, pero también empleados, clientes, acreedores y poderes públicos. De la 
anulación o minimización, en su caso de esos conflictos, dependerán los resultados 
de las empresas. Y desde esa perspectiva se incluyen aspectos como el papel de 
la dirección, la influencia de la estructura de la propiedad en el control de su 
actuación, el diseño de los órganos de gobierno, y la supervisión y control de la 
empresa40. 
La Superintendencia de Sociedades de Colombia diferencia el Gobierno 
Corporativo del Buen Gobierno, en su criterio por Gobierno Corporativo: se entiende 
como el sistema interno de una empresa del sector público o privado, mediante el 
cual, se establecen las directrices que deben regir su ejercicio y, en especial, la 
forma en que se administran, controlan y manejan las relaciones de poder41. A su 
vez, en criterio de la misma superintendencia, por Buen Gobierno tiene que ver con 
 
39MATOS PRADO. Gustavo Alberto. El Gobierno Corporativo. Vlex. 2011 [En Linea]: 
https://basesbiblioteca.uexternado.edu.co:3772/#WW 
40 Ibíd. 
41Superintendencia de Sociedades. Oficio No. 220-140925 (13 de julio de 2016). Asunto: 






los estándares mínimos adoptados por una sociedad, con el objeto de garantizar a 
los accionistas, acreedores y al mercado en general, la responsabilidad de los 
Órganos directivos, un flujo constante y confiable de información, así como 
transparencia dentro de sus relaciones42. Tal división puede concluir acordada 
como quiera que, el hecho de implementar Gobierno Corporativo resulta per se la 
inclusión de una práctica de buen gobierno, de este punto que las dos nociones 
corresponden a una situación de género y especie respecto de la gobernanza 
empresarial. 
En nuestro criterio, las prácticas de buen gobierno o gobierno corporativo de las 
personas jurídicas trascienden a los órganos de gobierno y permean todos aquellos 
agentes, bien internos ora externos, que se relacionan con el ente moral y se 
encaminan a mejorar el desarrollo del objeto social, y en general, las circunstancias 
que de ello emergen. 
2.1. Principios de Gobierno Corporativo de la ORGANIZACIÓN PARA 
LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICO –OCDE- y el 
G20. 
La OCDE es una organización internacional que propende por el mejoramiento de 
las condiciones de vida, promoviendo políticas que favorezcan la prosperidad, la 
igualdad, las oportunidades y el bienestar de las personas43. Esta Organización 
Internacional ha implementado en su esquema organizativo un comité de gobierno 
corporativo que coordina específicamente la implementación de estas prácticas, así 
como las directrices y manuales que la organización se propone expedir. En ese 
contexto, la OCDE ha expedido dos instrumentos que concluyen de alta relevancia 
para nuestro estudio. 
El primero de ellos, consiste en directrices de gobierno corporativo para Empresas 
de Propiedad Estatal -EPE-, bajo la premisa que estas empresas a nivel Suramérica 
 
42 Ibid. 
43 [En Linea: https://www.oecd.org/acerca/] 
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cuentan con un impacto social y económico magno en mencionadas sociedades, y 
aunque no lo menciona, es innegable que es una de las maneras ma 
En criterio de la OCDE y el G20, el objetivo de las prácticas de gobierno corporativo 
propende por facilitar la creación de un ambiente de confianza, transparencia y 
rendición de cuentas necesario para favorecer las inversiones a largo plazo, la 
estabilidad financiera y la integridad en los negocios. Y agrega como consecuencia 
esperada que [t]odo ello contribuirá a un crecimiento más sólido y al desarrollo de 
sociedades más inclusivas.44 
Por la misma trascendencia económica, la OCDE y el G20 han diseñado una serie 
de principios mediante directrices, que propenden por la implementación de 
prácticas de gobierno corporativo, no solo para sociedades comerciales sino 
también para sociedades del Estado, como quiera que, se ha evidenciado cómo las 
prácticas de buen gobierno corporativo generan beneficios para las sociedades 
ergo para la economía nacional e internacional así como confianza en los agentes 
del mercado que pretenden establecer relaciones contractuales. Con lo anterior, 
diferentes organizaciones internacionales han promovido la implementación 
legislativa de prácticas de gobierno corporativo. 
En ese sentido y en criterio de la misma organización internacional, la eficacia del 
gobierno corporativo se encuentra supeditada a la implementación de un marco 
legislativo, reglamentario e institucional contundente que inspire la mayor confianza 
alcanzable en los agentes del mercado cuyas intenciones se enrutan al 
fortalecimiento empresarial. La OCDE, en su manual de principios de gobierno 
corporativo ha identificado los aspecticos que involucran, a saber: Este marco de 
gobierno corporativo suele basarse en leyes, reglamentos, sistemas de 
autorregulación, compromisos voluntarios y prácticas empresariales que son 
 
44 ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICO –OCDE- 




consecuencia de las circunstancias, la historia y la tradición específicas de los 
países45. Como se advierte del pretender de la OCDE y el G20, identifican como 
fuente de las prácticas de gobierno corporativo las circunstancias, la historia y la 
tradición especifica de cada país, de manera que el gobierno corporativo yace en 
las mecánicas económicas de cada mercado. En efecto, la confianza del mercado 
en cada estructura corporativa es producto de un contexto histórico, un conjunto de 
experiencias y circunstancias que la práctica empresarial, con el tiempo, va 
modelando en el marco del contexto corporativo de cada economía. 
 
 
2.2. Interés Social y Gobierno Corporativo. 
Ahora bien, en lo que atañe a este análisis y basados en las exposiciones que 
anteceden, podemos concluir que las prácticas de gobierno corporativo 
corresponden a decisiones autónomas de la persona jurídica encaminada a la 
superposición del interés social y los intereses de los accionistas conjuntamente 
considerados, y en general, para estandarizar procesos que mejoren el desarrollo 
de la actividad social, y la interrelación con externos a la persona jurídica, 
concluyendo como tasa de retorno el crecimiento económico e institucional de la 
persona jurídica. 
En contexto de lo anterior, consideramos que las prácticas de gobierno corporativo 
de las personas jurídicas tienen una estrecha vinculación con la técnica de la 
personificación jurídica directamente, y de manera concreta, con la teoría de la 
institución46, como quiera que, el planteamiento y presupuesto de tal teoría –en 
tiempos modernos- corresponde a las prácticas de gobierno corporativo. 
 
45 Ibid. Pág. 13. 
46Según esta teoría existe una institución jurídica que es consecuencia de la organización 
social de los asociados, empero tal organización se superpone a estos y fortalece la 
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En este punto de comprensión, cobra vital relevancia el interés social de la 
sociedad, el cual tiene fundamento en la existencia de diversos intereses que 
suscitan en el marco del derecho societario, de manera que la doctrina en esta 
disciplina hay dado furor al concepto del interés social, comprendido como el de la 
persona jurídica-sociedad anónima, y el de sus accionistas, sin contar obviamente 
con el personal de los administradores y con el de todos los sujetos que se 
relacionan con el ente societario, factor que influye profundamente en la visión que 
se tenga del gobierno corporativo47. En efecto, se trata de un interés que subyace 
a los intereses de quienes interactúan o sirven a la sociedad incluyendo el interés 
personal de los accionistas. 
El interés social es un interés grupal y a razón de ello, la sociedad debe tomar 
decisiones en consideración a tal interés equivalente al de los accionistas que no 
puede confundirse o extenderse al de los accionistas pasados o futuros, o mejor, 
que tal extensión tendrá lugar de conformidad con el ordenamiento jurídico al cual 
pertenezca la persona jurídica, y no necesariamente en todos opera con similitud 
el interés social, en criterio de Pablo Córdoba el concepto de interés social no es 
universal, es decir, es una figura propia de casa ordenamiento jurídico y por ende 
no es predicable la misma noción en la generalidad del derecho comparado48. 
El interés social es la fuente del Gobierno Corporativo pues el objeto in natura del 
gobierno societario es la tutela de interés social del ente moral. 
 
2.3. Ámbito de Aplicación del Gobierno Corporativo. 
 
individualidad misma de la institución ajeno a quienes la componen. De manera que la 
institución trasciende a sus integrantes. En este caso la relevancia no recae sobre quienes 
componen o integran la persona jurídica, sino la persona jurídica en sí mismo. 
47 CÓRDOBA ACOSTA. Pablo Andrés. El derecho de sociedades y el gobierno de la sociedad 
anónima: el interés social, órganos, accionistas y administradores. 2014. Pág. 146. 
48 Ibid. Pág. 139. 
60 
 
En cuanto corresponde al contenido y alcance de estas prácticas adquiere vital 
importancia recalcar ex ante que identificamos dos alternativas de implementación. 
En efecto, se puede evidenciar que, al ser prácticas empresariales o corporativas 
hacen parte de la esfera privada de las personas jurídicas de ahí se advierte que la 
primera herramienta para la implementación de las pluricitadas prácticas, es el 
contrato. Por otra parte, ante la importancia y repercusión que tienen en el marco 
de la economía, y como quiera que deprecan como necesarias y protectoras de 
derechos subjetivos, el legislador ha ido positivizando estas prácticas en procura 
de los derechos subjetivos, corolario de ello, que la segunda alternativa 
corresponde a la ley.  
En nuestro discernimiento, la costumbre corporativa en el desarrollo del objeto 
social aun cuando es reiterado y estandarizado no puede constituir una práctica de 
gobierno corporativo, habida cuenta que, la costumbre en el marco societario es 
una práctica reiterada y aceptada por los administradores y entorno a su aceptación 
constante tiene lugar. Lo anterior implica que, el rechazo o inaplicación esporádica 
de los administradores puede interrumpir la aplicación de la costumbre empresarial 
generando inseguridad jurídica para las personas que interactúan en el mercado –
desde las diferentes ópticas- con la persona jurídica. Debe advertirse que las 
prácticas de gobierno corporativo precisamente encuentran su propósito y razón de 
ser en la certeza y seguridad jurídica. Con base en lo anterior, las directrices o 
costumbre de los administradores no corresponden a prácticas de gobierno 
corporativo máxime cuando ni siquiera tienen la potencialidad de obligarlos, 
contrario sensu tales directrices corresponden al ejercicio legítimo de dirección y 
autonomía que recae sobre los administradores.  
En sentir de la OCDE y el G20, los aspectos que debe abarcar el gobierno 
corporativo son:  
(1) Derechos y tratamiento igualitario de accionistas en el marco del gobierno 
corporativo contempla la simplificación del ejercicio de los derechos de los 
accionistas de manera equitativa, así como mecanismos para la 
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reparación de los accionistas conculcados, a través de acciones judiciales 
y administrativas que permitan la tutela de sus derechos o intereses. 
 
En ese contexto, el manual de principios de la OCDE y el G20 ha 
reconocido como derechos de los accionistas: 
 
a. Registrar su derecho de propiedad mediante una herramienta segura. 
b. Ceder o transferir sus acciones 
c. Obtener información pertinente y relevante sobre la sociedad de forma 
periódica y oportuna. 
d. Participar y votar en juntas generales de accionistas. 
e. Elegir y destituir a miembros de la administración societaria. 
f. Participar en los beneficios de la sociedad. 
g. A que se les informe debidamente y a que se requiera su aprobación y 
participación con respecto a las decisiones relativas a cambios 
fundamentales de la sociedad, a saber, (i) modificación de estatutos y 
cualquier documento rector de la sociedad; (ii) emisión de nuevas 
acciones o capitalización; (iii) Disposición de activos fijos. 
h. Oportunidad de participar y votar de forma eficaz en juntas de 
accionistas con el conocimiento e información necesaria para tal efecto. 
Es decir, (i) conocimiento previo y oportuno de sistemas de votación, 
orden del día, fecha, lugar y hora de reunión; (ii) conocimiento previo y 
pertinente de sistema de quorum deliberativo y decisorio, así como la 
forma de funcionamiento de la junta a la que pertenecen. 
i. Solicitar informes de administradores, conocer los resultados de las 
auditorías externas, aportar a la elaboración del orden del día y realizar 
propuestas. 
j. A participar en la elaboración del gobierno corporativo societario, a 
consultar y hacer planteamientos en materia de asignaciones salariales 
de la sociedad y aprobar los sistemas retributivos de la sociedad. 
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k. A ejercer su derecho al vota de forma presencial y no presencial. 
l. A que no sea limitado, ni dificultado el ejercicio del voto transfronterizo. 
m. A aprobar las operaciones con vinculados a modo de siempre 
sobreponer el interés social. 
n. Protección especial a los accionistas minoritarios. 
 
(2) Inversores institucionales, mercados de valores y otros intermediarios, 
como quiera que en tiempos modernos las relaciones económicas no se 
limitan de manera directa, exclusiva y rígida entre los resultados de la 
empresa y sus accionistas, sino una confianza inversionista necesaria para 
el adecuado acceso y seguridad de los inversionistas. Entre los derechos 
destacables de estos, se advierten: 
 
a. Revelación de políticas en materia de gobierno corporativo 
b. Representante decidirán con arreglo a las instrucciones del beneficiario 
efectivo de las acciones. 
c. Los inversores institucionales informarán el método como gestionan el 
conflicto de interés que pueda turbar los intereses del beneficiario real 
de las acciones. 
d. Los agentes intermediarios deberán minimizar la existencia de 
conflictos de interés y el manejo del mismo. 
e. Prohibición de operaciones con información privilegiada. 
f. En caso de empresas transnacionales deberá publicarse la 
normatividad aplicable. 
 
(3) El papel de los actores interesados debe ser plenamente desarrollado por 
medio de gobierno corporativo a quienes debe reconocérseles derechos 
en la estructura corporativa a efectos de fortalecer el esquema cooperativo 
en camino a la generación de riqueza y empleo, así como el fortalecimiento 
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financiero de las sociedades, de suerte que se ha sugerido como derechos 
de estos, los siguientes: 
 
a. Se tutelarán los derechos de los actores interesados, reconocidos por 
el ordenamiento jurídico o por el consenso de la sociedad con estos. 
b. Mecanismos de reparación para derechos conculcados. 
c. Reconocimiento de derechos a los trabajadores. 
d. Divulgación, en caso de participación de actores, la información fiable, 
actualizada, pertinente y oportuna, para la adecuada asunción de 
responsabilidades. 
e. Normativa efectiva en materia de insolvencia y protección del derecho 
de crédito de los acreedores. 
 
(4) La divulgación de información como fuente primigenia de transparencia, 
necesaria para la captación de capital inversionista como consecuencia de 
la confianza en la sostenibilidad financiera, así como mecanismo de 
prevención de ilícitos y seriedad empresarial, claro está, con la debida 
protección de la información relevante que puede turbar el adecuado 
ejercicio de la competencia en el marcado. En tal contexto, los principios 
de gobierno corporativo ejusdem sugieren lo siguiente: 
 
a. Divulgación, como mínimo, de la información correspondiente a los 
resultados financieros y explotación de la empresa; los objetivos de la 
empresa e información no financiera; los grandes accionistas incluidos 
los beneficiaros efectivos de las acciones y el derecho de voto; la 
retribución económica de la alta dirección; información relativa a los 
miembros de junta directiva, su proceso de selección y su condición de 
independientes o no; operaciones que se surtan con partes vinculadas 
a la sociedad; factores de riesgo previsible; asuntos atenientes a 
trabajadores y otros actores interesados; las políticas incluidas en 
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cualquier código de gobierno corporativo y los procedimientos de 
aplicación. 
b. La información deberá publicarse en cumplimiento de todas las normas 
de presentación de mayor calidad, y en el caso de información 
específica habida cuenta de la financiera, naturalmente que deberá 
publicarse de conformidad con las normas de contabilidad. 
c. Auditoría externa que advierte posibles hallazgos a los accionistas, 
como consecuencias de errores voluntarios o involuntarios. 
d. Los auditores externos dependerán y rendirán cuenta a los accionistas 
directamente y desplegarán toda la diligencia posible en su gestión. 
e. Los canales de difusión de la información deben ser apropiados para 
que el público lo consulte en igualdad de condiciones y contar con 
información siempre actualizada y verás. 
 
(5) Responsabilidad de los administradores, es consecuencia clara del control 
a los administradores quienes deberán ser responsables de las decisiones 
adoptadas de manera negligente o dolosa que afecte el interés social, así 
como la rendición de cuentas periódicas de los administradores, en esa 
medida, en esa medida: 
 
a. Los administradores deben adoptar decisiones con pleno conocimiento 
de lo pretendido, de buena fe y con la diligencia debida. 
b. En caso de que, sus decisiones tengan injerencia en la posición e 
interés de los accionistas, estas deben aplicarse con igualdad a todos 
los accionistas. 
c. Debe actuar de forma ética y tener en consideración los actores 
interesados. 
d. Pronunciamientos objetivos sobre los aspectos de la sociedad. 




Precisado lo anterior, y a juicio de estas líneas, el alcance y contenido de las 
disposiciones que propendan por gobernar el buen desarrollo de la actividad social 
tienen las siguientes dimensiones. 
La primera corresponde a una dimensión subjetiva que comprende el gobierno 
de las relaciones con los agentes que intervienen en su tráfico jurídico, debe resultar 
extensivo -además de los órganos de gobierno y sus integrantes- a otros agentes 
como es el caso de los trabajadores, clientes, contratistas, entre otros. 
En el marco de esta dimensión, el principal objetivo corresponde al tratamiento 
adecuado que debe desplegarse en lo que respecta al conflicto de interés49. En 
efecto, al encontrarnos en presencia de una fuente humana que naturalmente hace 
parte del tráfico jurídico al interior de la persona jurídica, empero también, hace 
parte del tráfico jurídico del mercado que en ocasiones puede concurrir con el 
mercado en el cual se desempeña la persona jurídica y tiene lugar con ocasión del 
deber de lealtad que emerge de los administradores. 
Bajo la anterior línea argumentativa, encontramos pertinente adicionar prácticas de 
gobierno corporativo tendiente a disciplinar: 
• Inhabilidades para administradores, accionistas y revisor fiscal. 
• Incompatibilidades para administradores, accionistas y revisor fiscal. 
• Control interno periódico al ejercicio de funciones. 
• Protección a los accionistas minoritarios. 
• Protocolos de relaciones laborales. 
• Protocolos de relaciones con contratistas. 
• Protocolos de satisfacción al cliente. 
 
49El conflicto de interés es una situación fáctica a partir de la cual los intereses de la persona 
jurídica como institución se ven seriamente colisionados con los intereses subjetivos de sus 
accionistas o administradores, de modo que, tiene la potencialidad de desplazar el primigenio 
interés social por el interés individual de determinado sujeto. Concluyendo en el mediano plazo 
en una minimización del crecimiento empresarial y la estabilidad societaria. 
66 
 
• Canales de atención y servicio a clientes. 
• Canales de recepción de peticiones, quejas, reclamos y solicitudes. 
• Implementación de control interno disciplinario. 
• Desfamiliarización corporativa50. 
En esta dimensión, concluye necesario hacer referencia al caso de las sociedades 
de familia, a cuyo propósito vale indicar que convergen no solo intereses, sino 
también las pasiones humanas propias de la institución familiar, las cuales, con el 
propósito de salvaguardar los intereses de la persona jurídica sobre los de cualquier 
sujeto se prefiere su exclusión de la persona jurídica, empero, el conflicto ocurre 
cuando la sociedad en cuestión es una sociedad de familia, caso en el cual las 
prácticas de gobierno corporativo emergen con mayor relevancia y requieren una 
mayor precisión en su estipulación. 
En suma, la aplicación y adopción de prácticas de gobierno corporativo en la línea 
anterior tiene como tasa de retorno esperada, el fortalecimiento del interés social 
sobre el de cualquier persona que componga, se vincule o se interrelacione con la 
persona jurídica. 
En lo que corresponde a protocolos de orden laboral, merece un especial desarrollo 
aun cuando corresponde a un componente determinante de la sociedad, a saber, 
el capital humano. No es un secreto el rol determinante que desarrollan los 
trabajadores en la proyección y operación de la sociedad, los trabajadores son un 
pilar fundamental y debe ser un principio empresarial que gobierna hoy por hoy a 
las empresas es el desarrollo de condiciones óptimas para los trabajadores, 
reconociendo su alto valor en el devenir de la sociedad. Al decir de Richard Branson 
Los clientes no son lo primero, lo primero son los empleados, si cuidas a tus 
empleados, ellos cuidarán a tus clientes. 
 
50 La des familiarización corporativa es un procedimiento tendiente a alejar las relaciones 
corporativas con la familia, de suerte de impedir la vinculación de intereses familiares al normal 
desarrollo de la persona jurídica. 
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Con base en lo anterior, concluye indispensable el giro que ha dado la figura del 
jefe tradicionalmente considerado, como quiera que, en tiempos modernos la 
empresa exitosa no es dirigida por jefes sino por líderes que, a diario motivan a sus 
trabajadores a ser mejores en su trabajo. Empero, dirime necesario que tal 
preocupación sea desplegada como parte del interés social, los trabajadores son 
más productivos cuando cuentan con condiciones de salud apropiadas, buenos 
hábitos de vida saludable, tiempo de ocio, tiempo familiar, entre otros. El conjunto 
de esto tiene como consecuencia trabajadores felices que protegen su trabajo, su 
patrono y desarrollan un especial sentido de pertenencia con la compañía. 
La segunda corresponde a una dimensión objetiva que comprende las prácticas 
que gobiernan las relaciones de la sociedad con su objeto y las operaciones 
accidentales que ofrezca al público en desarrollo del objeto social, como es el caso 
de las prácticas de responsabilidad social empresarial en todas sus dimensiones, 
sociales, culturales, cívicas y ambientales; o en general, establezca la persona 
jurídica con el entorno. 
De manera que, el simple desarrollo del objeto social no corresponde a una práctica 
de gobierno corporativo en el marco de su dimensión objetiva, habida consideración 
que, el desarrollo de la actividad social es el objeto mismo del contrato de sociedad 
y no precisamente una práctica corporativa adoptada para mejorar el desarrollo de 
esa actividad social encausada a la obtención de una tasa de retorno empresarial. 
En efecto, el propósito de la adopción de prácticas de gobierno corporativo es el 
mejoramiento del desarrollo del objeto social, de suerte que, el desarrollo de ese 
objeto per se no es una práctica de buen gobierno corporativo. 
En el marco de esta dimensión, podemos listar los siguientes aspectos: 
• Responsabilidad Social Empresarial. 
• Estandarización de operación social. 
• Establecimiento de procedimiento internos estandarizados. 
• Implementación de auditorías periódicas. 
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• Implementación de control interno de gestión. 
• Adecuación tecnológica social. 
• Realización periódica de diagnósticos que permitan evidenciar 
potenciales afectación al normal desarrollo del objeto social o la 
existencia misma de la persona jurídica. 
En el marco de esta dimensión la tasa de retorno esperada ha de comprender la 
eficiencia en el desarrollo del ejercicio social. 
La tercera corresponde a una dimensión institucional que comprende a aquellas 
prácticas o políticas que gobiernan, en general, la misión y visión de la persona 
jurídica. Las mismas, se caracterizan porque gobiernan la prospectiva en el 
mercado de la persona jurídica, es decir, aquellas prácticas con proyección a futuro 
de la persona jurídica. Como también, reglamentan el contrato de sociedad en 
mayor grado de precisión y mutabilidad conforme a las condiciones del contexto 
histórico de la persona jurídica, precisamente en este punto, yace la esencia misma 
del gobierno corporativo cuya ventaja es la flexibilidad para disciplinar, conforme al 
momento histórico, a la persona jurídica. 
En esta dimensión, el propósito directivo que enmarca la disciplina administrativa 
es el establecer bases sólidas a partir de experiencias del pasado tendientes a 
mejorar el presente social con miras al futuro. 
Algunas prácticas propias que se desarrollan en tal dimensión pueden ser: 
• Establecimiento de pilares institucionales. 
• Creación de objetivos a corto, mediano y largo plazo. 
• Implementación de un proyecto institucional. 
• Establecimiento de principios éticos corporativos. 
• Establecimiento de otros principios. 
• Delimitación de una misión institucional. 
• Delimitación de una visión institucional. 
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• Fiscalización del uso adecuado de los recursos económicos y procesos 
institucionales dentro de la sociedad. 
En concreto, corresponden a conductas tendientes proyectar las personas jurídicas 
en sociedad a largo plazo, así como dar luces y desarrollo al contrato social. El 
hecho de fijar estos propósitos comprende establecer una hoja de ruta con recorrido 
definido y un destino fijado. 
En cuanto atañe a la tasa de retorno esperada, se tiene que, en tal caso, como 
quiera que emergen con ocasión de la proyección y visibilización futura de la 
persona jurídica; tal tasa corresponde a la estabilidad institucional y seguridad 
corporativa en el desarrollo del objeto social. 
La cuarta corresponde a una dimensión financiera comprende todas aquellas 
prácticas tendientes a adoptar decisiones de orden corporativo para la protección 
de las inversiones sociales, el patrimonio, y en general, el ámbito de negocios de la 
persona jurídica. 
El manejo financiero de una persona jurídica depreca indispensable, pues es un 
comportamiento que se encamina directamente a la protección de la existencia 
misma de la persona jurídica, previniendo situaciones de bancarrota o insolvencia. 
Teniendo en cuenta lo preceptuado anteriormente, algunas de las prácticas de buen 
gobierno corporativo que deben propender por gobernar esta dimensión, deben 
considerar con miras a disciplinar los aspectos que se listan a continuación.  
• Planeación fiscal. 
• Planeación financiera. 
• Distribución de utilidades. 
• Reinversión de ingresos. 
• Inversiones. 
Como puede deducirse, son prácticas que descansan sobre la protección del 
patrimonio social a efectos de preservarlo, no solo como protección de la persona 
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jurídica por su existencia misma, sino también protegerlo como prenda general de 
los acreedores, cuya tasa de retorno esperada se advierte de la confianza del 
mercado en la persona jurídica. Aunado al hecho, no menos importante, que una 
adecuada planeación fiscal y financiera en general, conllevan a solvencia 
económica ergo confianza en los sectores inversionista y financiero. De ello que no 
concluya extraño el constante interés de los establecimientos financieros en los 
documentos societarios verbi gratia los estatutos que reflejan la estructura 
corporativa de las sociedades. 
En síntesis, la consideración transversal de las dimensiones que abarca la 
implementación de prácticas de buen gobierno corporativo, las cuales generan 
confianza en la comunidad y el mercado en el cual se encuentra la persona jurídica, 
creando un posicionamiento en el mercado que propende por la misma promoción 
de seriedad en la esfera de sus negocios. 
La unificación de estas dimensiones que, en nuestro criterio, conforman lo que 
corresponde a prácticas de buen gobierno o gobierno corporativo cuyo exclusivo 
objeto es dotar de certeza, seguridad y estandarización de la actividad social de la 
persona jurídica; concluye en lo que se conoce como un verdadero e integral 
Código de Gobierno Corporativo o Código de Buen Gobierno. 
En suma, estas prácticas, constituyen un mayor desarrollo del Contrato de 
Sociedad necesario para el adecuado funcionamiento de la persona jurídica, y a 
pesar de que, corresponde a disposiciones que perfectamente podrían contemplar 
de manera integral el Contrato de Sociedad, lo recomendable es no incluir tales 
políticas en el pluricitado negocio jurídico de sociedad, como quiera que tal contrato 
es de orden rígido, en otros términos, de difícil reforma. De manera que, las políticas 
institucionales emergen para el correcto andamiaje societario del momento histórico 
y de conformidad con los parámetros que los administradores le han establecido.  
De esta manera, y en criterio propio, una de las diferencias latentes entre el contrato 
de sociedad y las prácticas de buen gobierno o gobierno corporativo, radica en el 
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órgano que las expide o custodia. Así, el contrato de sociedad es de exclusiva 
reforma del máximo órgano societario concebido para la persona jurídica contrario 
sensu las prácticas de buen gobierno o gobierno corporativo deben ser 
implementados y reformadas por la administración directiva de la persona jurídica, 
habida cuenta que tales prácticas son de orden administrativo. 
La implementación de prácticas de gobierno corporativo concluye útiles, no solo 
para la persona jurídica, sus administradores y accionistas, sino también, para el 
Estado en consideración a su interés en la economía.  
La trascendencia que ha adquirido la implementación de las prácticas de buen 
gobierno corporativo en el contexto empresarial y en el contexto económico 
internacional ha deprecado en que tales prácticas se tornaron objeto de estudio de 
diferentes disciplinas como el Derecho, la Contaduría, la Administración de 
Empresas, la Medicina, entre otras. 
Cada disciplina y desde sus sub-disciplinas ha encaminado el estudio de estas 
prácticas a la luz de sus intereses académicos, no obstante, el conjunto de todas 
aquellas prácticas es el que concluye en un compilado de lo que debe ser el Buen 
Gobierno Corporativo de las personas jurídicas. 
2.4. Beneficios de la Implementación de gobierno corporativo. 
En particular, el Derecho ha encaminado sus esfuerzos en el control del conflicto 
de interés de los administradores, con lo cual, ha positivizando herramientas para 
que accionistas, e incluso, otros interesados puedan reprochar el comportamiento 
contrario a los intereses de la persona jurídica, un mecanismo tal es la acción social 
de responsabilidad que consagró la Ley 222 de 1995 al alcance de la sociedad, los 
administradores, el revisor fiscal o cualquiera de los socios en protección del interés 
social. Precisamente, la Ley 222 de 1995 es un evidente ejemplo de 
implementación de prácticas de buen gobierno corporativo normativizadas, por el 
interés de las políticas económicas en proteger las sociedades. 
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Gracias a los aportes de todas las disciplinas y su especial interés en la 
preservación del máximo interés societario y de la misma sociedad como 
generadora de desarrollo económico, empleo, tributación, etc., se ha logrado 
determinar, gracias a las reglas de la experiencia, los efectos positivos de la 
implementación de estas prácticas. 
Por ejemplo, para la consultora Deloitte and Touche, implementar prácticas de buen 
gobierno al interior de la sociedad tiene cinco ventajas, a saber: 
1. Acceso a la Financiación: Como quiera que, la función del gobierno 
corporativo es disciplinar las relaciones entre órganos de administración y 
dirección societaria, la profesionalización de administradores, la 
implementación de medios de control, la implementación de objetivos que 
buscan una proyección estratégica de la persona jurídica a corto, mediano 
y largo plazo. Tales conductas generan mayor confianza en el mercado 
donde se ha podido determinar que los inversionistas de capital prefieren 
hacer parte de proyectos con un sólito gobierno corporativo51. 
 
2. Generación de Valor: Como quiera que, la implementación de estas 
prácticas conlleva a una mejor administración, mejor manejo de recursos 
y políticas laborales apropiadas para la satisfacción de trabajadores52. 
 
El buen gobierno corporativo aumenta el valor en el mercado de las 
empresas por cuanto incrementa su rentabilidad otorgándole una posición 
privilegiada en lo que corresponde a la relación e imagen corporativa con 
competidores53. 
 








3. Gestión de Riesgos: Como quiera que, la implementación de las 
prácticas objeto de estas líneas, equilibran los intereses entre accionistas 
y administradores con el de la sociedad permitiendo que los 
administradores se enfoquen en las necesidades el mercado y la 
modalidad que plantean los negocios. Situación que concluye en el 
fortalecimiento de las estructuras empresariales haciendo más eficaz la 
toma de decisiones y la planeación del impacto positivo o negativo de la 
sociedad54. 
 
4. Creación de sinergias: Teniendo en consideración el objetivo de las 
prácticas de buen gobierno de las sociedades tendientes a fortalecer la 
estructura de la empresa con miras a la permanencia en el tiempo, 
comportamiento societario que despierta el interés tanto de inversionistas 
como del resto de stakeholders. Ciertamente, cuando el objetivo 
empresarial no se limita a la obtención de lucro para sus accionistas sino 
adiciona aspectos como un sitio anhelado para trabajar incrementa 
considerablemente su reputación en el mercado y la sociedad civil55. 
 
5. Beneficios para la Economía Nacional: El compromiso de las 
empresas con un país genera riqueza y oportunidades para el mismo, así 
como la contribución a la construcción de tejido social.  
 
Así como estas prácticas generan confianza en inversionistas extranjeros, 
similar ocurre en el caso del capital extranjero pues las compañías 








2.5.  Prácticas de Gobierno Corporativo adoptadas algunas 
empresas. 
Resulta indeterminado el número de sociedades que han venido adoptando 
prácticas de gobierno corporativo internamente, así como estudiar con 
detenimiento sus Códigos y manuales internos, empero consideraremos los 
pilares del gobierno corporativo que han adoptado algunas destacadas empresas. 
2.5.1. El primer lugar, encontramos el caso de Ecopetrol que 
sustenta su gobierno corporativo en tres principios, como lo son: 
transparencia, gobernabilidad y control de la gestión empresarial. En 
concreto ha adoptado las siguientes prácticas: (1) Derechos y trato 
equitativo a los accionistas: reconoce la importancia de los 
accionistas e inversionistas y respeta el ejercicio de sus derechos con 
el fin de que reciban el mismo trato, independientemente del número 
de acciones que posean o del valor de su inversión; (2) Asamblea 
General de Accionistas: asegura y promueve la participación de los 
accionistas en las deliberaciones y decisiones que se toman en las 
reuniones de la Asamblea. (3) Junta Directiva: promueve la 
profesionalización de los miembros de la Junta Directiva y garantiza 
la independencia de por lo menos tres de sus nueve miembros. (4) 
Ejecutivo principal y otros directivos: establece reglas claras para la 
elección, remuneración y evaluación del presidente y de los altos 
ejecutivos. (5) Responsabilidad social empresarial: reconoce los 
derechos de los grupos de interés de Ecopetrol y establece los 
compromisos con ellos. (6) Transparencia, fluidez e integridad de la 
comunicación y la información: considera que la comunicación es un 
proceso integral y estratégico para la gestión empresarial que debe 
regirse por los principios de transparencia, claridad y oportunidad. (7) 
Control: define los mecanismos de control externos e internos que 
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auditan la gestión empresarial. (8) Conflictos de interés: establece los 
mecanismos concretos que permiten la prevención, manejo y 
divulgación de los conflictos de interés. (9) Mecanismos de resolución 
de controversias: establece los mecanismos alternativos para la 
resolución de controversias con el fin de promover la inversión 
extranjera, las relaciones comerciales y facilitar la convivencia entre 
los accionistas, los grupos de interés y la administración de la 
sociedad. (10) Negociación de valores: establece un procedimiento 
interno para la compra o venta de acciones de la sociedad por parte 
de sus administradores, en aras de evitar que la transacción se haga 
con fines especulativos o haciendo uso indebido de información 
privilegiada57. 
 
2.5.2. En segundo lugar, encontramos el caso del Grupo Nutresa 
que sustenta su gobierno corporativo en las siguientes prácticas: (1) 
Responsabilidad y control de los Administradores, e igualdad de los 
accionistas. (2) Divulgación de los mecanismos de gobierno, 
beneficiarios reales de las acciones. (3) Transparencia y publicidad 
de la información sobre aspectos esenciales de la compañía, 
condiciones personales y profesiones de los miembros de Junta 
Directiva, mecanismos de recolección de información y suministro de 
la información de la compañía, procedimientos de control interno, 
resultado de auditorías externas, operaciones que puede concluir en 
dilusión de capital, informes anuales de gobierno corporativo y 
responsabilidad social empresarial. (4) Reglas de conducta de 
trabajadores y administradores. (5) Selección de Contratistas y 
 





Proveedores. (6) Conflictos de Interés. (7) Conducta de los directivos 
y demás trabajadores58. 
2.5.3. En tercer lugar, encontramos el caso de la Cámara de 
Comercio de Bogotá, con la anotación pertinente sobre su particular 
naturaleza como quiera que se trata de una persona jurídica de 
naturaleza gremial; sustenta su gobierno corporativo en el marco de 
las relaciones entre directivos, administradores, funcionarios y 
afiliados. Las prácticas esenciales que disciplina el gobierno 
corporativo en esta entidad gremial son: (1) Conflicto de Interés y 
tratamiento. (2) Derechos y Deberes de los Miembros de Junta 
Directiva. (3) Derechos de los Afiliados. (4) Relaciones con Actores 
Interesados como la comunidad, clientes, autoridades de control, y 
otros. (5) Inhabilidades y Prohibiciones59. 
 
2.5.4. En cuarto lugar, encontramos el caso de Cemex, cuyo gobierno 
corporativo se sustenta en las siguientes prácticas: (1) Relaciones 
con Accionistas, derechos y obligaciones. (2) Relaciones con los 
Administradores. (3) Órganos de Control Interno. (4) Transparencia y 
revelación de Información. (5) Conflicto de Interés y Tratamiento. (6) 
Solución de Controversias mediante cláusula compromisoria60. 
 
 
58 GRUPO NUTRESA. Código de Buen Gobierno. [En Línea: 
https://www.gruponutresa.com/inversionistas/gobierno-corporativo/codigo-de-buen-gobierno/] 
59 CÁMARA DE COMERCIO DE BOGOTÁ. Código de Ética y Buen Gobierno Corporativo. [En 
Línea: https://www.ccb.org.co/La-Camara-CCB/Nosotros/Ley-de-Transparencia/Documentos-
de-interes/Codigo-de-etica-y-Buen-Gobierno-de-la-CCB] 





2.5.5. Finalmente, encontramos el caso de JP Morgan con la 
especial precisión de su naturaleza como sociedad del sector 
financiero; cuyo gobierno corporativo se sustenta en las siguientes 
prácticas: (1) Relación con los Accionistas. (2) Responsabilidad y 
Control de los Administradores. (3) Transparencia y Publicidad de la 
Información, en especial la ateniente a resultados de ejercicios, 
situación financiera, control interno, composición accionaria y el 
gobierno corporativo. (4) Control Interno y Control Externo. (5) 
Identificación de los Beneficiarios Reales de las Acciones. (6) 
Relaciones con Trabajadores mediante el Código de Conducta. (7) 
Conflicto de Interés y Tratamiento. (8) Relaciones con Proveedores61  
Como puede advertirse, la mayoría de los códigos de gobierno corporativo, cuentan 
con muchas similitudes entre sí, igualmente con los principios de gobierno 
corporativo de la OCDE y el G20. La mayoría de los códigos pretenden amparar de 
manera igualitaria a todos los accionistas, reconocerles un mayor número de 
derechos, reduciendo las barreras para el contacto de estos con la sociedad y 
ampliando el margen de transparencia en la información. Sin duda alguna, el 
conflicto de interés y su tratamiento ocupan un lugar privilegiado y muy fuerte en 
las normas rectoras de la sociedad. Los actores interesados no han sido ausentes 
a las prácticas de gobierno corporativo y denotan el interés de las sociedades en 
integrar más a estos actores principalmente levantando el velo de privacidad sobre 
la información interna. En la misma línea se puede advertir en el caso de quienes 
hacen parte de la sociedad a título diferente de actor interesado con quien la 
sociedad interactúa. También se ha evidenciado la presencia de control interno y 
auditorías externas en la mayoría de las prácticas adoptadas por las empresas. 
 




Las prácticas que adoptan las sociedades modernas permiten diagnosticar las 
problemáticas empresariales que se pretenden subsanar, puesto que los errores 
empresariales tienden a subsanarse a través de la experiencia, la cual es fuente de 
las prácticas reiteradas que gobiernan la modernidad de las empresas. Empero, los 
mercados no tienen la misma dinámica de manera eterna, estos son versátiles y 
con ellos, las instituciones y su forma de operar, cobra especial importancia estar 
siempre a la vanguardia en estos particulares asuntos a efectos de siempre estar a 
la vanguardia corporativa. 
2.6. El caso del Danske Bank 
Recientemente, Europa fue escandalizada como consecuencia de una red de 
lavado de dinero al interior de la transnacional Danske Bank, específicamente a 
través de sus sucursales en los países escandinavos, hecho que congregó al 
Swedbank Group de Suiza y Nordea Bank de Finlandia, haciendo al Danske Bank 
autor titular del premio Actor Corrupto del Año otorgado por el Proyecto de los 
Reporteros sobre Crimen Organizado y Corrupción. 
En efecto, una sucursal de ínfima proporción con sede en Tallin en Estonia otorgó 
su beneplácito para lavar 220 billones de dólares a través de diez mil clientes en un 
lapso de nueve años sin que el propio banco o las autoridades financieras tomaran 
alguna acción preventiva al respecto muy a pesar de las múltiples alertas expuestas 
por el Banco Central de Rusia. 
En criterio de Fernando Montes Negret existió una falla desproporcional en materia 
de gobierno corporativo, en decir suyo: si uno se pregunta que falló, la respuesta 
es todo y todos: el gobierno corporativo de Danske ya que sus gestores y el 
directorio y sus comités especializados ignoraron o escondieron el problema, sus 
auditorías internas y externas, el manejo de riesgos, complicidad de las unidades 
de negocio, las unidades de cumplimiento (“compliance”), además de los 
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supervisores nacionales y regionales (la Autoridad Bancaria Europea y el Banco 
Central Europeo) y las Unidades de Inteligencia Financiera (UIF)62. 
La trascendencia política de este caso particular le mereció un espacio privilegiado 
en la agenda del parlamento europeo y su consejo, por parte de la Comisión 
Europea a efectos de presentar fórmulas de solución y prevención. 
La comisión europea adelantó las investigaciones pertinentes y advirtió los ilícitos 
como consecuencia directa de ausencia de políticas internas en materia de 
gobierno corporativo del banco. 
2.7.  El caso particular de la Sociedad de Beneficio e interés colectivo 
-BIC- 
La Sociedad de Beneficio e Interés Colectivo -BIC- fue creada recientemente en 
Colombia, fue establecida mediante la Ley 1901 de 2019 y reglamentada por el 
Decreto 2046 de 2019.  
En estricto sensu la sociedad en cuestión no constituye un tipo societario nuevo en 
manera alguna, sin embargo, debe adicionarse a la razón social la sigla BIC de 
manera concurrente con la sigla del tipo societario. En efecto, la ley define este 
esquema de sociedad como una condición de las sociedades que de esta manera 
pretendan constituirse. Bajo esa línea argumentativa, la sociedad BIC, además de 
la intención de repartir utilidades, propia del contrato social en cualquiera de sus 
expresiones societarias, pesquisa un interés de la colectividad que debe ser 
determinado verbi gratia el medio ambiente, la educación, la salud, etc. El interés 
de la colectividad que pretende apadrinar la sociedad, que como BIC se pretenda 
constituir, deberá indicarse en el objeto social además de la actividad principal. 
 
62 Montes Negret, F. (15 de enero de 2020). Gobierno corporativo y lavado de dinero en los 
bancos. Portafolio, pp.23. 
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La condición de sociedad BIC debe inscribirse en el contrato de sociedad y la 
modificación de tal condición deberá hacerse mediante la modificación del contrato 
social. 
La razón de estas líneas en el contexto del gobierno corporativo de la sociedad, 
entorno a esta sociedad (BIC) tiene fundamento dos aspectos esenciales, a saber, 
(i) no constituye un tipo societario nuevo; y (2) sus características diferenciales de 
orden legal constituyen una forma de incorporación de prácticas de gobierno 
corporativo o principios de gobierno corporativo63, como se observará a 
continuación. 
La sociedad BIC, cuenta con características especiales que la consolidan como 
disímil del ánimo exclusivamente lucrativo de los suscriptores del contrato de 
sociedad y que le han sido disciplinadas por la ley. Estas características, en criterio 
nuestro, comprenden un esquema de prácticas de gobierno corporativos impuestas 
a través de una condición societaria que, en todo caso, es de libre adopción por 
cada ente moral. Nos detendremos a comparar cada característica con miras a 
indicar su origen en prácticas de gobierno corporativo, así las cosas, y para efectos 
metodológicos hemos clasificado las características de la sociedad BIC en los 
términos de las diferentes dimensiones de las prácticas de gobierno corporativo que 
deben adoptar las sociedades. 
1. En primera medida, En criterio de este texto, todo beneficio reconocido a los 
trabajadores que propenda por motivar sus esfuerzos al mejoramiento de la 
calidad de la labor prestada a la sociedad es una práctica de gobierno 
corporativo en la dimensión subjetiva. 
 
En criterio de los principios de gobierno corporativo promovidos por la OCDE 
y el G20, uno de ellos es el que busca disciplinar las relaciones de la sociedad 
 
63 En concepto de la OCDE y el G20 el tratamiento de las prácticas de gobierno corporativo 
se abarca a través de los principios de gobierno corporativo. 
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con los denominados actores interesados entre los cuales se advierta la 
presencia de los trabajadores. 
 
Las siguientes características que la ley le ha consagrado a la sociedad objeto 
de estudio, son una clara manifestación de la dimensión subjetiva de las 
prácticas de gobierno corporativo: 
 
a. Establecen una remuneración salarial razonable para sus 
trabajadores y analizan las diferencias salariales entre sus empleados 
mejor u peor remunerados para establecer estándares de equidad. 
 
b. Establecen subsidios para capacitar y desarrollar profesionalmente a 
sus trabajadores y ofrecen programas de reorientación profesional a los 
empleados que se la ha dado por terminado su contrato de trabajo. 
 
c. Crean opciones para que los trabajadores tengan participación en la 
sociedad, a través de la adquisición de acciones. Adicionalmente, amplían 
los planes de salud y beneficios de bienestar de sus empleados y diseñan 
también estrategias nutrición (sic) salud mental y física, propendiendo por 
el equilibrio entre la vida laboral y privada de sus trabajadores. 
 
d. Crean un manual para sus empleados, con el fin de consignar los 
valores y expectativas de la sociedad. 
 
e. Brindan opciones de empleado que le permitan a los trabajadores 
tener flexibilidad en la jornada laboral y cran opciones de teletrabajo, sin 
afectar la remuneración de sus trabajadores. 
 




g. Implementan prácticas de comercio justo y promueven programas 
para que los proveedores se conviertan en dueños colectivos de la 
sociedad, con el fin de ayudar a estos para salir de la pobreza. 
 
h. Crean opciones de trabajo para la población estructuralmente 
desempleada, tales como los jóvenes en situación de riesgo, individuos sin 
hogar, reinsertados o personas que han salido de la cárcel. 
Esta última, en particular, es la manifestación de la dimensión objetiva de 
las prácticas de gobierno corporativo en la medida que puede confundirse con 
una práctica de responsabilidad social empresarial. 
i. Expanden la diversidad en la composición de las juntas directivas, 
equipo directivo, ejecutivo y proveedores, con el fin de incluir en ellos 
personas pertenecientes a distintas culturas, minorías étnicas, creencias 
religiosas diversas, con distintas orientaciones sexuales, capacidades 
físicas heterogéneas y diversidad de género. 
 
2. En segunda medida, y en criterio de este autor, toda práctica que tenga como 
connotación cualquier modelo de responsabilidad social empresarial 
constituye una práctica de gobierno corporativo en la dimensión objetiva. En 
el marco de esta premisa se destacan las siguientes características: 
 
j. Incentivan las actividades de voluntariado y crean alianzas con 
fundaciones que apoyen obras sociales en interés de la comunidad. 
 
k. Adquieren bienes o contratan servicios de empresas de origen local o 
que pertenezcan a mujeres y minorías. Además, dan referencia en la 
celebración de contratos de los proveedores de bienes y servicios que 




l. Supervisan las emisiones de gases invernadero generadas a causa 
de la actividad empresarial, implementan programas de reciclaje o de 
reutilización de desperdicios, aumentan progresivamente las fuentes de 
energía renovable utilizadas por la sociedad y motivan a sus proveedores 
a realizar sus propias evaluaciones y auditorías ambientales en relación 
con el uso de electricidad y agua, generación de desechos, emisiones de 
gases de efecto invernadero y empleo de energías renovables. 
 
m. Utilizan sistemas de iluminación energéticamente eficientes y otorgan 
incentivos a los trabajadores por utilizar en su desplazamiento al trabajo, 
medios de transporte ambientalmente sostenibles. 
 
3. Finalmente, en criterio de este autor, todo comportamiento tendiente a 
fiscalizar el adecuado ejercicio del poder a cargo de los administradores, así 
como la expresión y consolidación de una imagen institucional, constituye una 
práctica de gobierno corporativo en la dimensión institucional.  
 
Igualmente, en criterio de la OCDE y el G20, cualquier control a los 
administradores comprende el principio de gobierno corporativo tendiente a 
establecer la responsabilidad de los administradores.  
 
En tal comprensión, se destacan las siguientes consideraciones 
 
n. Efectúan, anualmente, auditorías ambientales sobre la eficiencia en 
uso de energía, agua y desechos y divulgan los resultados al público en 
general y capacitan en la misión social y ambiental de la sociedad. 
 




El propósito buscando por el legislador con la implementación de la Sociedad de 
Beneficio e Interés Colectivo -BIC-, no es otro que promover y ajustar las prácticas 
empresariales a los objetivos de desarrollo sostenible de las naciones unidas, los 
compromisos internacionales de Colombia en materia de derechos humanos y la 
promoción de los derechos de los trabajadores.  
Ciertamente, más allá de establecer una condición especial a las sociedades 
comerciales para que constituyen de conformidad con esta y apliquen tales 
prácticas, son comportamientos propios del buen gobierno corporativo y texto 
normativo de los Códigos de Gobierno Corporativo que yacen en la voluntad de las 
sociedades comerciales de concebir su actividad no solo con un fin lucrativo, sino 
determinantemente una institucionalización necesaria para la consolidación 
corporativa. 
En principio no tiene ninguna connotación negativa el propósito del legislador en 
esta materia, no obstante, la herramienta adoptada por la Ley 1901 de 2018 si 
concluye inadecuada, como quiera que estipula una condición de la sociedad 
comercial y no una directriz clara que incentive a las sociedades comerciales a 
corporativizarse a través de la implementación de Código de Gobierno Corporativo. 
La inconveniencia encontrada en la herramienta adoptada por el legislador nacional 
tiene que ver con el aspecto temporal, el gobierno corporativo debe ajustarse al 
contexto histórico de la sociedad y los aspectos por el legislador enlistados, no solo 
son taxativos, sino también pueden concluir anticuados e impertinentes en un futuro 
cercano, si no es que en el presente. 
Las sociedades comerciales son versátiles, se ajustan a las necesidades del 
mercado en un contexto geográfico e histórico determinado, además del principio 
de libertad en la estipulación contractual y resulta de mayor conveniencia y facilidad 
para el tráfico mercantil, adoptar el espíritu de esta ley a través de Códigos de 
Gobierno Corporativo y no ceñirse a unos principios pétreos conllevando a trámites 
gubernamentales que pueden tornarse dispendiosos e innecesarios.  
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En suma, en la práctica comercial, la constitución de Sociedades de Beneficio e 
Interés Colectivo puede devenir como obsoleta, no empece que la última palabra la 
tendrá el tiempo. 
 
2.8. Consideraciones Finales 
Las personas jurídicas son verdaderos sujetos de derecho que participan en el 
tráfico jurídico como sujetos de derecho que pueden ser titulares de derecho y 
contraer obligaciones; que en las economías modernas y globalizadas que exigen 
a las compañías nacionales y transnacionales la implementación de condiciones 
propicias para que, en desarrollo de ese contexto global, de manera transparente y 
competitiva, puedan ganar protagonismo económico y paralelamente construir 
tejido social a partir de la generación de empleo digno enmarcado por las normas 
de justicia y equidad. 
Toda persona jurídica es consecuencia de un acto de creación, en el caso de las 
personas jurídicas de derecho privado yacen en un contrato de sociedad según la 
Teoría Contractualista de la sociedad acogida en Colombia. Empero tal contrato de 
sociedad deviene insuficiente pues este es un acto de creación y no debe ni puede 
contemplar vicisitudes propias de la gestión empresarial acorde al contexto histórico 
de la sociedad. Por ello se requieren instrumentos versátiles que permitan el 
desarrollo del objeto social ajustado a las necesidades temporales de esa sociedad. 
De esta manera, las compañías discrecionalmente pueden establecer medidas de 
orden empresarial tendiente a mejorar la operación de la persona jurídica de cara 
a generar confianza en los agentes del mercado. Asimismo, la gobernanza 
empresarial se clasifica en as prácticas de gobierno corporativo y las prácticas de 
buen gobierno, las cuales tienen por esencia la discrecionalidad de la persona 
jurídica de cara al mejoramiento de procesos empresariales que generan una tasa 
directa de beneficios empresariales. En nuestro criterio debe resultar preferente 
establecer tales políticas en un cuerpo contractual que es un Código de Buen 
86 
 
Gobierno Corporativo capaz de vincular a quienes ejercen el gobierno de la 
sociedad. 
Las medidas tendientes a mejorar este funcionamiento corporativo se han tornado 
no solo objeto de disciplinas empresariales, sino también de interés general para el 
gobierno y la comunidad internacional, como quiera que busca y propende por el 
desarrollo económico de la nación, con lo cual he emergido una postura legislativa 
tendiente a implementar obligaciones de transparencia empresarial cuya pesquisa 
es la confianza de la sociedad en los empresarios con miras a la construcción de 
tejido social e incluso existen sólida evidencia que la no implementación de 
gobierno corporativo ha sido justificación para la comisión de delitos corporativos y 
perjuicios irremediables en escala internacional como fuere el caso del Danske 
Bank en los países escandinavos. 
A su vez, en los tiempos modernos las compañías no descansan exclusivamente 
bajo el criterio de lucro, sino su existencia misma trasciende a otros ámbitos como 
la función social de la propiedad privada y de las personas en términos generales, 
como la conciencia de la sociedad en exigir a los sectores productivos y mayor 
compromiso, con los trabajadores, clientes, proveedores, gobiernos, sociedad civil, 
el medio ambiente y el entorno en el que se desarrollan.  
Las prácticas y principios de derecho corporativo son de especial interés para los 
diferentes gobiernos y organizaciones internacionales, pues han encontrado en 
estas prácticas una forma de control y prevención de delitos corporativos, así como 
una alternativa para crear empresas sostenibles y estables en el tiempo en camino 
a lograr le mejoramiento de las condiciones de vida, la generación de prosperidad 
y riqueza. En el caso particular de naciones unidad ha sido el instrumento adecuado 
para lograr los objetivos de desarrollo sostenible desde la perspectiva empresarial. 
Asimismo, es natural que las grandes empresas y los grupos empresariales 
fundadas en la complejidad empresarial y la alta burocracia tiendan a establecer 
prácticas, políticas, principios y códigos de buen gobierno corporativo, aun cuando 
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por la complejidad que implica el establecimiento de procedimientos y políticas de 
gobierno corporativo, en principio parecería inviable pensar en este aspecto para la 
pequeña y mediana empresa, supuesto que se encuentra supremamente alejado 
de la realidad, aun cuando es el instrumento más apropiado para la pequeña y 
mediana empresa, es la materialización propia de la corporativización empresarial, 
la herramienta adecuada para el tránsito de la pyme a la gran empresa. 
Finalmente, y mérito de lo anotado a lo largo de este texto, podríamos resaltar que 
el objeto principal de estudio y manejo del gobierno corporativo recae sobre el 
conflicto de interés que suscita entre las personas que, a diario, se relacionan con 
la sociedad y principalmente entre quienes la gobiernan y sus accionistas 
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